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Introducción 
 

La Fundación Pablo Iglesias, en colaboración con la Secretaría de Estado para la Unión 

Europea, ha organizado la tercera edición de las Jornadas Hablamos de Europa. En 

esta ocasión, bajo el título de El futuro de Europa tras el COVID, su objetivo es fomentar 

el debate y promover la reflexión en el seno de la sociedad española sobre el futuro 

de Europa tras el COVID. Fortalecer el concepto de ciudadanía europea, posibilitando 

el análisis del rumbo que debe tomar la Unión respecto a temas como la cohesión 

social y territorial, la transformación digital y la transición ecológica es el objetivo que 

anima la realización de estas mesas redondas. Mesas que tuvieron lugar en Valencia, 

Madrid y Barcelona respectivamente. 

Las mesas estuvieron moderadas por Oriol Escalas, Jefe de la Unidad de Coordinación 

del Departamento Unión Europea de la Presidencia del Gobierno. 

  



Cuaderno de materiales 
 

Oriol Escalas 

Coordinador de las Mesas Redondas 

  



Mesa Redonda. Cohesión social y territorial 
 

Celebrada el 21 de septiembre en Valencia, en la Fundación Mediterráneo 

  



Marek Kołodziejski. La cohesión económica, social y territorial 
Fichas temáticas sobre la Unión Europea. Parlamento Europeo 

 

Publicado en septiembre de 2021 

 

A fin de promover un desarrollo armonioso en todo su territorio, la Unión Europea 

fortalece su cohesión económica, social y territorial. En concreto, la Unión busca 

reducir las disparidades entre los niveles de desarrollo de sus distintas regiones. Entre 

las regiones concernidas, se presta especial atención a las zonas rurales, a las zonas 

afectadas por una transición industrial y a las regiones que padecen desventajas 

naturales o demográficas graves y permanentes como, por ejemplo, las regiones más 

septentrionales con escasa densidad de población y las regiones insulares, 

transfronterizas y de montaña. 

Base jurídica 

Artículos 174 a 178 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). 

Contexto 

La política de cohesión es la principal política de inversión de la Unión Europea. 

Beneficia a todas las regiones y ciudades de la Unión y favorece el crecimiento 

económico, la creación de empleo, la competitividad empresarial, el desarrollo 

sostenible y la protección del medio ambiente. 

Desde el principio han existido grandes disparidades territoriales y demográficas en 

la Comunidad Europea (hoy Unión Europea) que podían constituir obstáculos a la 

integración y el desarrollo en Europa. El Tratado de Roma (1957) estableció 

mecanismos de solidaridad a través de dos fondos: el Fondo Social Europeo (FSE) y 

el Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agrícola (FEOGA, 

sección «Orientación»). En 1975 se introdujo una dimensión regional con la creación 

del Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER). En 1994 se creó, además, el 

Fondo de Cohesión. 

Con el Acta Única Europea de 1986, la cohesión económica y social pasó a ser una 

competencia de la Comunidad Europea. En 2008, el Tratado de Lisboa introdujo una 

tercera dimensión de la cohesión de la Unión: la cohesión territorial. Estos 

tres aspectos de la cohesión reciben el apoyo de la política de cohesión y de los 

Fondos Estructurales. 

Objetivos 

Fortalecer su cohesión económica, social y territorial es uno de los objetivos 

principales de la Unión. Dedica una parte significativa de sus actividades y de su 

presupuesto a reducir las disparidades entre las regiones, con especial atención a las 



zonas rurales, a las zonas afectadas por una transición industrial y a las regiones que 

padecen desventajas naturales o demográficas graves y permanentes. 

La Unión apoya la consecución de estos objetivos mediante la utilización de los 

Fondos Estructurales y de Inversión Europeos (el FSE, el FEDER, el Fondo de 

Cohesión, el Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (Feader), el Fondo Europeo 

Marítimo y de Pesca (FEMP)) y, desde 2021, el Fondo de Transición Justa (FTJ). 

En 2014, el Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural sustituyó a la sección 

«Orientación» del Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agrícola. En el marco 

de la política de cohesión de la Unión, el Feader apoya el desarrollo rural y la mejora 

de la infraestructura agrícola. 

El Fondo Social Europeo (desde 2021, llamado Fondo Social Europeo Plus (FSE+)) es 

el principal instrumento de la Unión por lo que respecta al apoyo de medidas 

encaminadas a prevenir y combatir el desempleo, desarrollar los recursos humanos y 

fomentar la integración social en el mercado de trabajo. Financia iniciativas que 

promueven un nivel elevado de empleo, la igualdad de oportunidades para mujeres 

y hombres, el desarrollo sostenible y la cohesión económica y social. 

El Fondo Europeo de Desarrollo Regional contribuye a corregir los múltiples 

desequilibrios regionales de la UE. Apoya a las regiones cuyo desarrollo va más lento, 

además de la conversión de las regiones industriales en declive. 

El Fondo de Cohesión ofrece una contribución económica a los proyectos 

relacionados con el medio ambiente y con las redes transeuropeas en el ámbito de la 

infraestructura de transportes. Solo pueden acceder a este fondo aquellos Estados 

miembros cuya renta nacional bruta por habitante sea inferior al 90 % de la media 

de la Unión. 

El Fondo de Transición Justa es una herramienta clave para apoyar los territorios más 

afectados por la transición a la neutralidad climática y evitar el aumento de las 

disparidades regionales. Para alcanzar su objetivo, el FTJ apoya inversiones en 

ámbitos como la conectividad digital, las tecnologías energéticas limpias, la reducción 

de emisiones, la rehabilitación de zonas industriales, el reciclaje profesional de los 

trabajadores y la asistencia técnica. 

A fin de garantizar un uso eficiente de los Fondos Estructurales, deben respetarse los 

principios siguientes: 

 la organización de los fondos por objetivos y por regiones; 

 la colaboración entre la Comisión, los Estados miembros y las autoridades 

regionales para la planificación, la ejecución y el seguimiento de su utilización; 

 la programación de las intervenciones; 

 la adicionalidad de la contribución nacional y de la Unión. 



La distribución de los recursos económicos de la Unión dedicados a la política de 

cohesión se centra en dos objetivos básicos: 

 la inversión en crecimiento y empleo, que está orientada a fortalecer el 

mercado laboral y las economías regionales; 

 la cooperación territorial europea, que respalda la cohesión de la Unión a 

través de la cooperación a escala transfronteriza, transnacional e 

interregional. 

Desde 1988, la política de cohesión de la Unión ha registrado un enorme aumento de 

su presupuesto y se ha convertido, junto con la política agrícola común, en una de las 

políticas de la Unión más significativas en términos cuantitativos. Para el período de 

programación 2014-2020, la Unión destinó más de 350 000 millones EUR a su política 

de cohesión, a saber, un 32,5 % del presupuesto total de la Unión. Estos fondos se 

dedicaron a actividades tan distintas como la construcción de carreteras, la 

protección del medio ambiente, la inversión en empresas innovadoras, la creación de 

empleo y la formación profesional. Casi 200 000 millones EUR se asignaron al FEDER 

(incluidos 10 200 millones EUR para la cooperación territorial europea y 

1 500 millones EUR como dotación especial para las regiones ultraperiféricas y 

escasamente pobladas). Se destinaron más de 83 000 millones EUR al FSE y 

63 000 millones EUR al Fondo de Cohesión. 

Política de cohesión de la Unión Europea en el período 2021-2027 

En mayo de 2018, la Comisión Europea propuso nuevos reglamentos para la política 

de cohesión a partir de 2020. Uno de los principales objetivos de esta reforma es 

simplificar los procedimientos y aumentar la eficacia de las inversiones de la Unión. 

Los once objetivos temáticos utilizados en la política de cohesión 2014-2020 se han 

sustituido por cinco objetivos políticos para el FEDER, el FSE +, el Fondo de Cohesión 

y el FEMP: 

 una Europa más inteligente: transformación económica innovadora e 

inteligente; 

 una Europa más verde y baja en carbono; 

 una Europa más conectada: movilidad y conectividad regional en el ámbito de 

las TIC; 

 una Europa más social: aplicación del pilar europeo de derechos sociales; 

 una Europa más próxima a sus ciudadanos: desarrollo sostenible e integrado 

de las zonas urbanas, rurales y costeras mediante iniciativas locales. 

En el período 2021-2027, el presupuesto de la UE se financiará mediante el marco 

financiero plurianual (MFP) «clásico» y un extraordinario esfuerzo de recuperación, 

el instrumento «Next Generation EU». La política de cohesión también será 



financiada en parte por el MFP y, en el caso de algunos programas, por el «Next 

Generation EU». 

Los recursos destinados al objetivo «Inversión en crecimiento y empleo» ascenderán 

a un total de 322 300 millones EUR (a precios de 2018) y se asignarán como sigue: 

1. 202 300 millones EUR para las regiones menos desarrolladas; 

2. 47 800 millones EUR para las regiones en transición; 

3. 27 200 millones EUR para las regiones más desarrolladas; 

4. 42 600 millones EUR para los Estados miembros que reciben ayudas del 

Fondo de Cohesión (de los que 10 000 millones EUR se destinarán al 

Mecanismo «Conectar Europa»); 

5. 1 928 millones EUR en concepto de financiación adicional para las regiones 

ultraperiféricas; 

6. 500 millones EUR para inversiones interregionales en innovación. 

Los recursos procedentes del FEDER correspondientes al objetivo «Cooperación 

territorial europea» (Interreg) ascenderán a un total de 8 050 millones EUR y se 

asignarán como sigue: 

1. 5 812 millones EUR para la cooperación transfronteriza marítima y terrestre; 

2. 1 466 millones EUR para la cooperación transnacional; 

3. 490 millones EUR para la cooperación interregional; 

4. 281 millones EUR para la cooperación con las regiones ultraperiféricas. 

El nuevo Fondo de Transición Justa, que apoya a los territorios más afectados por la 

transición hacia la neutralidad climática y tiene por objeto prevenir el aumento de las 

disparidades regionales, dispondrá de un presupuesto de 17 500 millones EUR. 

7 500 millones EUR procederán del MFP, y 10 000 millones EUR adicionales 

procederán del «Next Generation EU». 

En diciembre de 2020, se adoptó otro nuevo instrumento, REACT-UE. Servirá de 

complemento para los programas de cohesión 2014-2020 y se sumará a las 

asignaciones para la cohesión para el período 2021-2027. REACT-UE apoyará a los 

sectores más importantes para lograr una recuperación sólida tras la crisis de la 

COVID-19. La asignación para REACT-UE (hasta 2023) asciende a 47 500 millones EUR. 

Papel del Parlamento Europeo 

El Parlamento desempeña un papel muy activo a la hora de apoyar el fortalecimiento 

de la cohesión económica, social y territorial de la Unión. La legislación relativa a la 

política de cohesión y a los Fondos Estructurales se elabora en el marco del 

procedimiento legislativo ordinario, en el que el Parlamento está en pie de igualdad 

con el Consejo. 



El Parlamento ha participado de manera activa en las negociaciones para la reforma 

de la política de cohesión para el período 2021-2027. Esta reforma define las 

prioridades y los instrumentos de las futuras acciones de la Unión encaminadas a 

reforzar la cohesión económica, social y territorial. El Parlamento ha apoyado 

firmemente las propuestas a favor de una política de cohesión eficiente y de largo 

alcance, que necesitará también recursos financieros suficientes. 

 

  



Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia: preguntas y respuestas 
 

Publicado en octubre de 2020 

 

¿Cuáles son los objetivos económicos y sociales del MRR? 

El MRR tiene cuatro objetivos principales: promover la cohesión económica, social y 

territorial de la UE; fortalecer la resiliencia y la capacidad de ajuste de los Estados 

miembros; mitigar las repercusiones sociales y económicas de la crisis de la COVID-19; 

y apoyar las transiciones ecológica y digital. Todos ellos van dirigidos a restaurar el 

potencial de crecimiento de las economías de la Unión, fomentar la creación de 

empleo tras la crisis y promover el crecimiento sostenible. Para alcanzar esos 

objetivos, cada Estado miembro debe diseñar un Plan Nacional de Recuperación y 

Resiliencia que incluya las reformas y los proyectos de inversión necesarios para 

alcanzar esos objetivos, teniendo como principios inspiradores los cuatro aspectos 

señalados en la Estrategia Anual de Crecimiento Sostenible: la sostenibilidad 

medioambiental, la productividad, la equidad y la estabilidad macroeconómica 

  



Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Una España cohesionada e 

inclusiva 

 
 

Publicado en octubre de 2020 

 

No es posible lograr un crecimiento económico sólido y sostenible sin cohesión 

social. Reducir las desigualdades y lograr un crecimiento justo e inclusivo es 

fundamental no únicamente por una cuestión ética o de justicia social, sino también 

de eficiencia económica: contribuye a la sostenibilidad del modelo económico al 

amortiguar la intensidad de los ciclos y aumentar la capitalización de la economía y 

los ingresos públicos. La apuesta por el conocimiento, la educación de calidad y la 

formación permanente no solo ayuda a reducir desigualdades y favorecen la 

empleabilidad; aporta oportunidades y eficiencia a nuestra economía, favorece un 

mejor aprovechamiento del potencial económico y ayuda a consolidar sociedades 

formadas y compactas con mayor calidad de vida para todos sus integrantes. 

La estabilidad presupuestaria y la política social, lejos de ser incompatibles, son 

absolutamente inseparables si se quiere garantizar un crecimiento sostenible en el 

tiempo. De hecho, la desigualdad lastra la demanda interna y compromete gasto 

público a medio y largo plazo, para atender necesidades sociales que con una mayor 

igualdad se hubieran evitado. Así, reducir las desigualdades y lograr un crecimiento 

justo e inclusivo es fundamental, no solo por razones políticas y sociales, sino también 

económicas. 

La respuesta al alto desempleo estructural que sufre nuestra economía pasa por un 

nuevo impulso a las políticas de empleo, tanto en términos cuantitativos como sobre 

todo cualitativos, prestando especial atención a la orientación personalizada a los 

destinatarios, en especial a los jóvenes y a las mujeres, una mayor integración de las 

políticas activas con las pasivas en línea con las mejores prácticas internacionales, y 

una evaluación permanente de las estrategias de inserción y reinserción laboral de 

los servicios de empleo. 

Crear empleo de calidad y reducir la desigualdad contribuye a la sostenibilidad del 

modelo económico al amortiguar la intensidad de los ciclos y aumentar la 

capitalización de la economía, así como los ingresos públicos. La emergencia 

sanitaria ha mostrado igualmente la importancia de contar con un sistema de 

bienestar sólido y de amplia cobertura, servicios sanitarios y asistenciales suficientes, 

y administraciones públicas eficientes. La digitalización tiene en este ámbito un 

importante potencial en el refuerzo de capacidades y la generación de ahorros sin 

comprometer la atención al ciudadano y la cobertura de servicios. 



Más allá del refuerzo de los tres pilares existentes del Estado de Bienestar 

(educación, sanidad y servicios sociales), es preciso desarrollar el cuarto pilar: el de 

la economía de los cuidados. Para ello es necesario fortalecer la infraestructura del 

sistema de dependencia, los cuidados de larga duración, así como la atención 

domiciliaria. Estas actuaciones, que son necesarias en una sociedad cada vez más 

longeva, contribuirán a facilitar la autonomía funcional de las personas mayores y 

dependientes e impulsarán la conciliación de la vida laboral y personal de las familias, 

dinamizando el mercado de trabajo entre aquellas con dependientes, y alargando de 

manera voluntaria la edad de jubilación, contribuyendo así a la sostenibilidad del 

sistema de pensiones. Es preciso abordar en profundidad todas las cuestiones 

relacionadas con la financiación y la gestión del Sistema para la Autonomía y la 

Atención a la Dependencia, así como una mejora del funcionamiento global del 

sistema para impulsar los cambios orientados a la universalización de los servicios 

públicos de atención a la dependencia y la implantación de un sistema centrado en la 

atención a la persona. 

España tiene una población muy concentrada en las ciudades y en algunos 

municipios medianos y grandes, y también amplias diferencias geográficas en 

oportunidades laborales. Con el fin de impulsar la cohesión territorial, es preciso 

aprovechar que el impulso a la digitalización y el teletrabajo se traduzca en un mayor 

grado de integración de los mercados, que permitan limitar las dinámicas centrípetas 

de las últimas décadas. 

Una parte del territorio nacional presenta un saldo demográfico negativo muy 

significativo en la última década, que acaba en carencias que afectan a su desarrollo 

económico y social, tales como la falta de servicios básicos en educación, sanidad, 

cultura, y servicios sociales; una red de comunicaciones físicas y digitales desigual; 

insuficientes servicios de transporte, problemas de exclusión financiera, y riesgo de 

desabastecimiento de bienes básicos, que agravan el proceso de despoblación e 

intensifican el envejecimiento de su población. 

Es crucial abordar el reto demográfico con políticas que superen los roles de género 

y que fomenten la corresponsabilidad y la economía de los cuidados, inmigración 

legal, activación del empleo y emprendimiento, particularmente de las mujeres, en el 

medio rural. De manera particular, se abordará aquella legislación que precarice de 

manera más acusada a jóvenes y a mujeres, retrasando su emancipación social y 

económica y lastrando la natalidad. 

Todo ello hace imprescindible articular una respuesta que refuerce la cohesión 

económica, social y territorial, que resulte en una sociedad más justa, más solidaria 

y resiliente mediante el refuerzo del estado de bienestar, el sistema educativo, el 

impulso del empleo de calidad, un sistema fiscal justo, el cierre de brechas sociales y 

territoriales, el desarrollo del medio rural y la justicia intergeneracional. 

  



Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Pacto por la ciencia y la innovación. 

Refuerzo a las capacidades del Sistema Nacional de Salud 
 

Publicado en octubre de 2020 

 

No puede abordarse una transformación de país con visión de futuro sin basarse en 

la ciencia y el conocimiento. La crisis sanitaria ha puesto a la ciencia en un lugar 

preeminente como palanca esencial en los planes de reconstrucción y en la capacidad 

de repuesta frente a futuras crisis. Al mismo tiempo, ha revelado la insuficiencia de la 

inversión en ciencia e innovación en general, y en particular en algunos sectores 

estratégicos determinantes, como la inteligencia artificial, y la necesidad de 

desarrollar un sistema de investigación paneuropeo más sólido, en el que España 

debe tener un papel más relevante. 

Nuestro país no se puede permitir que la ciencia sea, una vez más, la gran sacrificada 

en una crisis de impacto global. Al mismo tiempo, el retroceso en la inversión en I+D 

e Innovación durante los últimos 15 años y el efecto devastador de la pandemia en la 

economía, que acelerará la obsolescencia de parte del tejido productivo, exigen la 

introducción de medidas contundentes de reconstrucción y reforzamiento del 

sistema de ciencia e innovación. Además, se trabajará en aproximar el ámbito 

universitario y el 6 45 empresarial, con fórmulas de colaboración en la investigación, 

la formación y la preparación para el empleo. 

El Plan de Choque por la Ciencia presentado el 9 de julio, la Estrategia Nacional de 

Ciencia, tecnología e Innovación y el Plan Estratégico del CDTI constituyen las guías 

de acción en este terreno.  

La crisis sanitaria ha puesto de manifiesto la fortaleza del sistema público de salud 

de nuestro país, pero también ha expuesto los retos y dificultades a los que se 

enfrenta a la hora de abordar situaciones que requieren anticipación, respuesta 

rápida y coordinación en cada territorio y con el resto del país. Por ello se plantea el 

reforzamiento de sus capacidades en varios ámbitos clave para responder a las 

necesidades del futuro. 

- Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial, con el fin de impulsar el desarrollo de 

la IA en el tejido productivo, la economía y la sociedad del dato, aprovechando la 

proyección de la lengua española y con una perspectiva humanista que garantice los 

derechos individuales y colectivos de los ciudadanos. 

- Reforma institucional y fortalecimiento de las capacidades del sistema nacional de 

ciencia, tecnología e innovación, para acompañar y fomentar un incremento 

sostenible de la inversión pública y privada en I+D, mediante el refuerzo de 

convocatorias de proyectos de I+D+I, de Recursos Humanos y de equipamiento 



científico-técnico; la renovación de grandes infraestructuras nacionales y 

participación en internacionales; el refuerzo de la financiación regular para proyectos 

empresariales de CDTI y de su capacidad de evaluación; nuevos centros de excelencia; 

nuevos instrumentos de innovación; y la digitalización de la gestión de la I+D+I. 

Asimismo, se desarrollarán planes específicos de impulso a la Ciencia e Innovación en 

áreas prioritarias clave: transición ecológica, biomedicina y potenciación de la 

innovación y la investigación en salud y vacunas, industria aeronáutica, tecnologías 

de computación avanzada. 

- Renovación y ampliación de las capacidades del Sistema Nacional de Salud. 

Rediseñar el sistema nacional de salud para responder a las necesidades de la 

ciudadanía y anticipar retos futuros, mediante el refuerzo de las capacidades 

estratégicas de análisis y prevención; la preservación y el impulso del talento 

profesional, la mejora de la cogobernanza, la cohesión y la eficiencia; la 

modernización tecnológica, la renovación de equipamientos y transformación digital; 

la reserva estratégica de productos sanitarios y farmacéuticos; la digitalización y 

accesibilidad por parte de los pacientes a sus propios datos médicos; y el impulso de 

un sector industrial acompasado con las necesidades sanitarias. 
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Resumen ejecutivo 

 La llegada de inversiones millonarias vía fondos europeos (EU – Next 

Generation) es la gran oportunidad que tenemos en España para cambiar 

nuestro modelo social y económico de cara a la próxima generación. 

Transformar la educación debería ser una de las prioridades de país a la hora 

de dirigir dichas inversiones. 

 El impacto de la pandemia y la crisis sobre todo el alumnado será enorme, con 

pérdidas de aprendizaje equivalente de, por el momento, 3 a 4 meses de 

aprendizaje en un año escolar, y con un aumento fuerte de las brechas 

educativas. De acuerdo con estimaciones económicas, este retroceso puede 

suponer una caída de salarios futuros y la pérdida de un 1,5% del PIB futuro en 

el largo plazo. Abordar el reto estructural de la inequidad educativa de forma 

integral, con el apoyo de estas inversiones, es imprescindible para la 

recuperación económica, la inserción laboral de toda una generación y la 

cohesión social y política de los próximos años. 

 El objetivo de nuestra propuesta es mirar más allá del día a día y apostar por 

elevar la capacidad del sistema para responder a los retos presentes y futuros. 

No basta con seguir alimentando el sistema actual, necesitamos reformas e 

inversión que tengan un impacto transformador en el largo plazo. 

 Proponemos un plan de 10.000 millones de euros, con cuatro ejes de inversión 

vía ayudas y préstamos, a través de los fondos EU – Next Generation: 

1. Apoyo y rescate al alumnado más afectado por la crisis de aprendizaje 

causada por el cierre de escuelas ante la pandemia de la covid-19.  

2. Infraestructuras tanto físicas como digitales para la enseñanza y el 

aprendizaje que respondan simultáneamente a los retos pedagógicos 

y medioambientales del futuro, especialmente centradas en la etapa 0 

a 3 y la Formación Profesional. Esta es la partida más relevante en 

términos de presupuesto, e incluye la mejora de la eficiencia energética 

de los centros y el apoyo a los centros como espacios seguros de 

aprendizaje abiertos el mayor tiempo posible del día y del año. 



3. Formación y capacitación de los actores clave del sistema que pueden 

facilitar el éxito de implementación de las inversiones y 

transformaciones que deben lanzarse durante los próximos años. 

4. Digitalización de la gestión educativa, modernizando las plataformas 

de gestión y uso de datos, así como la generación de conocimiento y 

evidencias que permitan una toma de decisiones informadas a nivel de 

sistema, comunidad autónoma, municipio y centro educativo. 

Estas inversiones van a permitir avances en agendas relevantes de las políticas 

educativas que, o bien las últimas leyes y políticas educativas no abordan en su 

totalidad, o bien han ignorado durante décadas 

1. Invertir en educación debe ser prioridad absoluta 

A finales de julio, el Consejo Europeo llegó a un acuerdo para lanzar un programa de 

ayudas, inversiones y préstamos jamás visto en la historia de la UE, con el objetivo de 

aliviar el impacto económico, social y sanitario que la crisis de la covid-19 está 

teniendo en todos sus Estados miembros. Se movilizarán inversiones en forma de 

ayudas y préstamos bajo el paraguas del Marco Next Generation EU (NG-EU), que 

suponen un total 750.000 millones de euros. 

El principal componente de NG-EU (suma un 90% de la inversión) es lo que se conoce 

como el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (MRR), bajo el cual los Estados 

miembros diseñarán sus propios Planes de Recuperación y Resiliencia (PRR) con base 

en las recomendaciones del Semestre Europeo y siendo consistentes con los Planes 

Nacionales de Reformas.  

En el caso de España, las ayudas del MRR rondarán 60.000 millones de euros, de los 

cuales casi 43.480 deben comprometerse entre 2021 y 2022 y los 15.688 restantes 

entre 2023 y 2027. Los préstamos del MRR pueden suponer también una cantidad 

semejante, lo que acompañado de otros programas de NG-EU, la suma de ayudas y 

préstamos podría acercarse a los 140.000 millones de euros. Se deberán tener en 

cuenta dos elementos que la Comisión Europea (2020) ha señalado ya como 

prioritarios: las dimensiones verde y digital de las inversiones, que deben representar, 

respectivamente, al menos un 37% y un 33% del total de las inversiones. 

La Comisión señala que el MRR debe estar agrupado en "componentes", que incluyan 

una combinación coherente de inversiones y reformas, por cada área temática de 

políticas públicas. 

Paradójicamente, se trata de fondos que llegan simultáneamente para hacer frente a 

las consecuencias y desafíos de una situación de emergencia, y a la vez nos permiten 

pensar y responder a largo plazo y, con ello, poder financiar acciones y políticas que, 

en el caso de la educación, vayan mucho más allá de la respuesta inmediata a la crisis 

de aprendizaje que la pandemia está suponiendo. En el caso de la educación, el peso 

de las propuestas y aplicación de los proyectos recaerá sobre todo en las 



comunidades autónomas, que son quienes tienen la mayor parte de las competencias 

en materia de educación.  

El documento deja claro que las inversiones no deben incurrir en costes que sean de 

naturaleza corriente y que, solo excepcionalmente, se podrán financiar gastos de 

naturaleza corriente si estos son fundamentales para la inversión o si la actividad 

asociada se puede sostener con fondos públicos al final del periodo. 

No hay, por tanto, atajos posibles: debemos pensar de forma estratégica en apoyar 

o bien iniciativas que sabemos han funcionado y requieren de mayor inversión o que 

no hemos realizado hasta ahora, ya sea por falta de presupuesto, oportunidad 

política, consenso suficiente, tiempo o capacidad de implementación. 

Esta restricción nos lleva a un lugar de las políticas públicas inusualmente transitado, 

pero no necesariamente indeseado. Muchos responsables políticos suelen lamentar 

el escaso margen presupuestario que les deja toda la inversión y gasto recurrente: en 

palabras más familiares, "subir la persiana cada mañana nos lleva el 95% del 

presupuesto". Esta es su gran oportunidad de parar un segundo, reflexionar sobre el 

futuro y dirigir un paquete de inversiones millonarias para hacer aquello que el día a 

día (y el escaso margen presupuestario) les impide: pensar a lo grande.  

Si pensamos en el largo plazo y en cómo fortalecer el crecimiento de la economía y la 

igualdad de oportunidades, una de las prioridades de los llamados "componentes" 

debería incluir la mejora del sistema educativo. Sabemos que la educación y el foco 

bajo el que los alumnos desarrollan conocimientos, competencias y capacidades en 

la escuela guarda relación con el crecimiento económico, la inserción laboral en la 

vida adulta, la cohesión social y, en suma, el bienestar de todo el país. 

España es un país que históricamente invierte en educación menos que la media de 

la UE: aunque la inversión por alumno ha crecido mucho durante los últimos 40 años, 

en términos de PIB y otras métricas, seguimos lejos de la media europea. Más aún si 

tenemos en cuenta la históricamente baja inversión (REDE, 2020) en gasto no 

corriente (capital) o en gasto corriente no asociado a salarios o personal no docente. 

2. No hay inversión productiva sin reformas 

La pregunta es, por tanto, la siguiente: dentro de los enormes retos a los que se 

enfrenta España en los próximos años, qué papel debe jugar la educación en el 

paquete de inversiones de los Fondos Europeos y qué se quiere lograr con todo ello 

en los plazos y periodos establecidos. 

Hace dos semanas, el presidente del Gobierno anunció las líneas maestras del 

ejecutivo en todos los ámbitos del gobierno, que incluye en su eje 7 "Educación y 

conocimiento, formación continua y desarrollo de capacidades". Esta línea maestra, 

plasmada en este documento (Presidencia del Gobierno, 2020) refleja tres proyectos 

de inversión: 

- Un Plan Nacional de formación digital a jóvenes y adultos 



- Un impulso a la FP 

- Un número mayor de dispositivos y conexión digital al servicio del sistema educativo 

y universitario 

Además, en su intervención, el presidente del Gobierno anunció un programa de 

enriquecimiento educativo para 3.000 centros de especial dificultad educativa (algo 

que parece sugerir la ampliación definitiva de un plan semejante al PROA), la creación 

de 1.460 unidades de acompañamiento y orientación contra el fracaso y el abandono 

escolar, así como la creación de nuevas plazas en la etapa de 0 a 3 años. 

El anuncio contiene elementos clave fundamentales para el futuro de nuestro 

sistema educativo. Se trata de un buen primer paso: son inversiones relevantes y 

cubren una parte de las necesidades de inversión que el sistema educativo necesita 

para los próximos años. Sin embargo, en lo que se refiere a NG-EU, es necesaria una 

apuesta más decidida por la transformación del sistema, que no tenga 

necesariamente una fuerte implicación sobre el gasto corriente, y sobre todo, que 

permita dotar de capacidad al sistema para que las reformas que están por venir 

logren el mayor impacto posible.  

En el caso de España, lograr el mayor impacto posible sobre el sistema educativo 

significa aumentar y ampliar las oportunidades de aprender de las siguientes 

generaciones, reducir el abandono temprano y, sobre todo, mejorar los resultados 

de aprendizaje. 

Son numerosos los diagnósticos sobre los problemas del sistema educativo español 

y, a pesar de las importantes diferencias políticas en cuestiones asociadas a la 

titularidad en los centros, la religión o la distribución de competencias educativas, 

sabemos que no son esas las cuestiones que están detrás de los pobres resultados de 

aprendizaje, y que por tanto podrían conducir a una mejora sostenida del sistema 

educativo. 

Así, van emergiendo los consensos en las cuestiones más relacionadas con la escuela, 

que podemos resumir en la reforma de la profesión docente, la transformación del 

currículo, la modificación de la organización y autonomía de los centros, o la 

reformulación del papel de la evaluación para la mejora educativa. EsadeEcPol 

recogía un resumen de estas cuestiones en su primer Policy Brief presentado en 

marzo de 2020 (Cabrales y Roldán, 2020). 

Son estos los temas que reunieron más consenso en el fallido Pacto por la Educación 

del Congreso de los Diputados en el periodo 2017-2018, y son, en general, los que 

suelen aparecer en distintas propuestas e iniciativas que buscan la transformación 

del sistema educativo español, ya vengan de izquierda, derecha, posiciones 

centralistas o independentistas. 

3. 10.000 millones para cuatro propuestas de inversión educativa 

https://www.esade.edu/itemsweb/wi/research/ecpol/EsadeEcPol_policybrief1.pdf
https://www.esade.edu/itemsweb/wi/research/ecpol/EsadeEcPol_policybrief1.pdf


Esta propuesta sistematiza cuatro ejes de inversión que deben complementar a las 

reformas que el sistema educativo necesita, y que, o bien la futura LOMLOE 

únicamente aborda de forma parcial (evaluación y organización de centros), o bien 

no han sido abordadas ni en esta ni en las leyes vigentes en las últimas décadas 

(profesorado o currículum). 

Más allá de las necesarias mejoras de gasto público en una serie de partidas del 

sistema educativo históricamente infradotadas, se trata de inversiones que pueden 

proporcionar al sistema educativo las herramientas necesarias para afrontar los retos 

que vienen. Por un lado, dar apoyo y rescatar al alumnado que más ha acusado el 

golpe del cierre escolar, el confinamiento y la crisis económica, y, por otro, dar 

respuesta a las carencias organizativas, logísticas y tecnológicas del sistema que la 

crisis de la COVID ha expuesto a la luz pública. 

Es necesario, por tanto, dotar al sector educativo de una capacidad renovada para 

hacer las cosas de forma distinta, menos lineal y más estratégica, y eso pasa por 

cuatro ejes de inversión, que se resumen en el Gráfico 1 a continuación: rescate al 

alumnado tras la covid-19, digitalización de la gestión y evaluación educativa, 

inversión en más y mejor infraestructura (sobre todo para FP), y formación y 

capacitación de actores para las transformaciones educativas que están por venir. 

Gráfico 1: Modelo de transformación del sistema educativo a través de los fondos 

europeos 

Fuente: EsadeEcPol 

A. Apoyo educativo y tecnológico al alumnado tras la COVID (2.000 millones de 

euros) 



El impacto del cierre escolar de marzo a junio de 2020 implica pérdidas de aprendizaje 

muy importantes y de aumento de las brechas de aprendizaje por origen 

socioeconómico: el primer estudio disponible con datos de 2020 (Maldonado y De 

Witte, 2020), realizado en Bélgica, habla de pérdidas de aprendizaje de entre un 20% 

y un 30% de una desviación estándar respecto a la cohorte anterior, una cantidad 

equivalente a entre 3 y 4 meses de aprendizaje en la escuela. 

De acuerdo con estimaciones económicas, este retroceso puede suponer una caída 

de salarios futuros y la pérdida de un 1,5% del PIB futuro en el largo plazo (Hanushek 

y Woessmann, 2020).  

Por tanto, esta es quizás la partida más urgente y, a la vez, la que mayor coste tiene, 

por su intención de respuesta y rescate al alumnado durante y tras la pandemia.  

 Para conocer el impacto de la pandemia sobre el aprendizaje y el potencial 

fracaso y abandono temprano derivado de ella, proponemos llevar a cabo 

evaluaciones de diagnóstico de las competencias básicas en primaria y ESO 

antes del final del curso 2020/21. El reciente Real Decreto 31/2020 convalidado 

por el gobierno omite las evaluaciones de final de etapa y no introduce otro 

tipo de evaluaciones (por ejemplo, de mitad de etapa) aunque es posible que 

algunas comunidades autónomas las mantengan. Más allá de la aplicación de 

la prueba PISA en abril y mayo de 2021, necesitamos un diagnóstico mucho 

más preciso y rápido (PISA 2021 no estará disponible hasta diciembre de 2022) 

de lo que ha ocurrido y está ocurriendo con el alumnado, acompañado de 

cuestionarios con preguntas sobre su experiencia personal durante la 

pandemia. Solo así podremos saber realmente cuáles son las medidas a tomar, 

el alumnado en que deben concentrarse las medidas y el tipo de 

intervenciones necesarias. 

 Planteamos el despliegue de un programa de rescate "PROA Covid" durante 

los años 2021 y 2022, de carácter temporal y extraordinario (que debería, 

aunque probablemente con menos recursos, ser sostenido con gasto 

corriente en años siguientes). Esto podría ir en línea con la idea del programa 

de enriquecimiento de 3.000 centros educativos (aproximadamente un 10% 

del total), anunciada por el Presidente del Gobierno, aunque es probable que 

sea necesario ampliarlo a más centros y alumnos, pues la pérdida de 

aprendizaje o la aparición situaciones de vulnerabilidad durante la pandemia 

de covid-19 se extiende a lo largo del sistema educativo. 

Este programa podría ser liderado por el MEFP, vía Programas de Cooperación 

Territorial con las CCAA, y podría suponer una inversión de 1.600 millones de 

euros durante dos años (a razón de 800 millones de euros al año, llegando a un 20% 

del alumnado de 3 a 16 años). El programa debería incluir apoyo específico al 

alumnado más afectado por el cierre escolar vía refuerzo, tutorías, becas-salario para 

desincentivar el abandono temprano y apoyo psicopedagógico, entre otros. Para el 

éxito del programa, será necesario un presupuesto suficiente para una evaluación 



rigurosa que pueden llevar a cabo grupos y centros de investigación de todo el país a 

partir del uso de datos administrativos e interoperables cedidos por el MEFP y las 

CCAA: a partir de una iniciativa semejante (aunque a muy pequeña escala) 

aprendimos del éxito (García-Perez y otros, 2017) del programa PROA entre 2005 y 

2012. 

 Proponemos un programa de refuerzo tecnológico y acceso a materiales y 

tecnología de 400 millones de euros, que ya se viene realizando durante este 

curso y debe extenderse hasta el final de la pandemia. Esta propuesta se está 

financiando actualmente a través de Educa Digital del MEFP (260 millones de 

euros), aunque será necesario ampliar su foco (está dispuesta una cobertura 

de 500.000 alumnos) como también el acceso a los nuevos materiales: la 

respuesta a la pandemia no solo debe ser de hardware sino de accesibilidad a 

distintos softwares de enseñanza por parte de CCAA, inspección y centros 

educativos. 

B. Digitalización de la administración educativa (100 millones de euros) 

Quizás el elemento más relevante de la propuesta sea el de ayudar a la educación a 

dar un salto de calidad en su digitalización como sistema educativo en su conjunto. 

A lo largo de estos años, se han ido posponiendo inversiones que no son 

necesariamente costosas en precio (como las infraestructuras), pero sí en términos 

de esfuerzo por un diseño e implementación eficaces e innovadores. 

Es necesario que la gestión del sistema educativo esté plenamente integrada con las 

herramientas digitales disponibles, con el objetivo de mejorar la calidad y cantidad 

de información disponibles para centros educativos, docentes, padres y alumnos, así 

como para los decisores públicos y grupos de investigación. 

Es necesario también apoyarse en la tecnología para hacer más eficiente la gestión 

de procedimientos y la planificación educativa. Esto es lo que vienen realizando los 

países de nuestro entorno en los últimos años, Para ello, en línea con las mejores 

prácticas de los países de nuestro entorno, proponemos: 

- La creación de un Sistema Integrado de Información Educativa (SIIE), 

semejante al SIIU, que consolide tras dos décadas de intentos el Número de 

Identificación de Alumno a nivel nacional (NIA), y que incorpore información de 

registros administrativos e interoperables de centros educativos, docentes, 

programas e inversiones a nivel de centro educativo y alumno. El SIIE debería 

incorporar además información relativa a las Evaluaciones de Diagnóstico y 

otras pruebas de aprendizaje. Su impacto podría ser enorme ya que permitiría 

un seguimiento preciso de trayectorias educativas, una amplia evaluación de 

programas y políticas educativas, una dotación económica eficaz con base en 

las necesidades reales de los centros y alumnos, así como una mejor gestión 

de las becas y ayudas y otras intervenciones focalizadas. La inversión de 

creación y mantenimiento podría estar cerca de los 10 millones de euros. 



- La creación de una Plataforma digital para la evaluación educativa (10 millones 

de euros), de código abierto, ya sea en formato nacional o autonómico, para 

aplicación de las futuras evaluaciones de diagnóstico (LOMLOE) de una manera 

flexible y personalizada a las necesidades de centros educativos y alumnos. La 

plataforma permitirá también relacionarse con alumnos, familias, docentes, 

centros e inspección a través de los distintos informes (en formatos 

interactivos), devolviendo así información relevante (siempre protegiendo la 

privacidad legal) a cada uno de los actores del sistema. 

- La modernización y digitalización de la gestión de la carrera profesional docente 

en una Plataforma para el Desarrollo Docente, desde su selección –que 

integraría nuevas formas de selección más competenciales - hasta su formación 

continua– facilitando la posibilidad de colaboración docente y centros. Esta 

iniciativa es clave y complementaria a las medidas a tomar en materia de 

reforma de la profesión docente (10 millones de euros). 

- Como medida más relevante, y con el objetivo de potenciar las medidas previas, 

planteamos la creación de un Instituto de Evidencias Educativas (IEE), en línea 

con otras iniciativas internacionales (EEF de Reino Unido o la Iterative Best 

Education Synthesis - BES de Nueva Zelanda) para la generación de evidencias 

científicas (cuantitativas y cualitativas) en educación de programas e 

intervenciones educativas realizadas en el sistema educativo. La creación de 

este instituto requerirá de personal específico, así como de un presupuesto 

corriente para programas competitivos de investigación educativa de grupos 

de investigación nacionales. Estimamos una inversión de 50 millones de 

euros para los 8 primeros años, que después deberán garantizarse con fondos 

propios y alianzas. 

- Además, proponemos una evaluación independiente del seguimiento de las 

distintas iniciativas y fondos destinados a educación durante el periodo de la 

covid-19, incluyendo el fondo COVID de 2.000 millones de euros aprobado en 

junio de 2020 (20 millones de euros). Un buen ejemplo de proyecto de 

evaluación de una reforma puede ser el del Ministerio de Educación de 

Dinamarca, que movilizó 10 millones de euros para la evaluación de la reforma 

estrella “Folkeskole” de 2013. 

C. Infraestructura: 0-3, FP, inversión verde y nuevos espacios (7.800 millones de 

euros) 

La infraestructura educativa ha sido una de las grandes olvidadas durante la última 

década (IVIE, 2017). España no destaca por una partida relevante de inversión en 

capital en educación desde hace tiempo, y hoy más que nunca, es necesario 

desarrollar un plan integral de infraestructuras que responda a los distintos retos que 

el sistema educativo tiene hoy en día y sobre todo, que va a tener que abordar 

durante los próximos años. 

https://educationendowmentfoundation.org.uk/
https://www.educationcounts.govt.nz/topics/BES
https://www.educationcounts.govt.nz/topics/BES


Tras las lecciones que nos deja la COVID en materia de educación, la inversión en 

infraestructura educativa es especialmente relevante y se justifica por tres motivos. 

- Primero, hemos aprendido que la presencialidad es insustituible (en este caso sobre 

todo en infantil y primaria). 

- Segundo, la reapertura de centros exige un uso distinto y más flexible de los 

espacios, lo cual obliga a inversiones de rehabilitación. 

- Y tercero, la crisis abre el debate de repensar los tiempos y espacios de aprendizaje, 

tanto presencial como digital, y esto debe llevar a un uso mucho más intensivo de la 

infraestructura física (así como de la digital). Tanto las escuelas como las plataformas 

de aprendizaje deben estar "abiertas" en todos los sentidos de la palabra y por el 

mayor tiempo posible. Esto supone además un pilar fundamental en la estrategia 

para la reducción del abandono, la repetición y la segregación. 

Son muchos los lugares, especialmente en zonas urbanas de mayor presión 

demográfica, que requieren de más espacio y mejor dotación de infraestructura en 

sus centros educativos. La inversión en infraestructura es una de las candidatas 

naturales para las ayudas y préstamos del MRR, especialmente si tiene un 

componente de inversión verde que permita lograr los objetivos climáticos y 

medioambientales establecidos por la Comisión Europea.  

- Planteamos el apoyo a la creación de decenas de miles de plazas de educación 0 a 

3 y de Formación Profesional (6.000 millones de euros), mediante un esfuerzo de 

infraestructura educativa para los próximos años. Esta es una medida clave, pues 

puede contribuir de forma decisiva a la eficiencia y equidad del sistema, a reducir 

el fracaso y abandono educativo en España, y mejorar las oportunidades vitales y 

laborales de decenas de miles de jóvenes para el futuro. En el caso de mayor 

inversión en la etapa 0 a 3, permitirá seguir respondiendo a las necesidades de 

conciliación de los padres y responder a las brechas de género que surgen a partir 

de la maternidad y que tienen consecuencias graves para toda la vida laboral (de 

Quinto, Hóspido y Sanz, 2017), especialmente en un mercado de trabajo como el 

nuestro. 

Esto no es ninguna novedad, y se trata de una propuesta que tiene implicaciones en 

inversión (construcción y materiales) pero también en el gasto corriente (personal). 

Si el ejecutivo es capaz de garantizar la capacidad de movilizar recursos permanentes 

para gasto corriente, la inversión del MRR podría ser mucho mayor al garantizarse su 

continuidad de cara al futuro. Esta nueva infraestructura debe incorporar los mejores 

estándares de eficiencia energética de construcción de nuevos edificios, en línea con 

los objetivos marcados. 

- Proponemos una inversión en centros educativos de primaria y ESO (1.800 

millones de euros) que permita una redefinición de espacios y tiempos 

escolares considerando las necesidades pedagógicas y climáticas que están por 

venir. Planteamos dos tipos de inversiones. 



o Por un lado, la reconfiguración de espacios e hiperaulas para 

promover un modelo de enseñanza más cooperativo y participativo en 

torno al centro, que ayude a promover una mayor colaboración 

docente (que en España es históricamente baja), rompiendo con el 

concepto tradicional de un profesor-un grupo-un aula (Fernández 

Enguita, 2020). 

o Por otro, planteamos que los centros educativos tengan más 

autonomía y suficiencia energética para dotarlos de capacidad de 

climatización para mantener la escuela abierta a lo largo de la jornada 

y el curso escolar, especialmente si tenemos en cuenta que las 

temperaturas van a seguir subiendo durante las próximas décadas. 

Para ello, planteamos inversiones relevantes en energía solar y 

sistemas de climatización de frío y calor en todos los centros 

educativos del país (especialmente en zonas de mayor temperatura). 

D. Formación y capacitación del sistema (100 millones de euros) 

Para lograr que las distintas iniciativas asociadas a los fondos europeos, y también a 

las reformas que no debemos posponer para los próximos años, es necesario que el 

salto de capacidad del sistema educativo vaya más allá de lo logístico y digital. La 

partida de formación del profesorado se vio muy mermada durante la crisis 

económica y solo ha recuperado entre un 10% y un 20% de dicha caída. Más allá del 

profesorado, es necesario invertir en la formación y capacitación de todos los actores 

del sistema, extendiéndolo a cuadros intermedios en educación y líderes 

pedagógicos locales (por ejemplo, en centros de formación del profesorado). 

Planteamos una inversión asociada a las inversiones propuestas y reformas que 

deben llegar durante los próximos años. En particular: 

- Avanzar en los planes de formación de MEFP y CCAA, en especial aquellos que 

tienen que ver con la digitalización y la innovación metodológica en la enseñanza. 

Son necesarios planes de formación digital a demanda de los centros, de tal 

manera que se adapten lo más posible a su proyecto educativo. Para ambas 

dimensiones, planteamos una inversión específica de 50 millones de euros. 

- De cara al éxito de las distintas inversiones, así como de las reformas que deberían 

llegar durante los próximos años, es necesario dotar al sistema educativo de un 

corpus de cuadros medios orientados a la gestión y al liderazgo pedagógico para 

lograr el éxito de las reformas y las inversiones. Esta "Unidad de implementación 

de inversiones y reformas" de 200 especialistas de distintos ámbitos (docentes, 

directores, inspectores, investigadores, técnicos de gestión de fondos europeos, 

emprendedores sociales) debería disponer de personal en MEFP, CCAA y en redes 

locales para lograr el mayor impacto posible de las inversiones y reformas que 

están por venir. Esto va en línea con las reformas recientes más exitosas de 

Dinamarca (Nusche, 2016), Portugal o Croacia. La creación de esta Unidad 

implicaría un gasto recurrente temporal de 50 millones de euros entre 2021 y 2027. 



4. Coda: una estrategia integral para la equidad educativa  

La situación de pandemia, cierre escolar, y semipresencialidad está agravando las 

brechas que el sistema educativo ya traía desde hace años. A partir de los datos 

internacionales más recientes, ya sabemos que se va a producir una importante 

pérdida de aprendizaje, que conllevará una caída del PIB futuro, y sobre todo un 

aumento de las brechas educativas entre territorios, entre centros educativos y, 

desde luego, entre estudiantes (COTEC, 2020). 

La desconexión de miles de alumnos de la escuela (ya sea por falta de equipamiento 

digital, por situaciones de vulnerabilidad o por falta de capacidad de los centros 

educativos de llegar a ellos) puede incrementar significativamente la desafección en 

la escuela y que el abandono virtual termine siendo abandono real. La crisis 

económica en la que estamos y la consiguiente pérdida del empleo de muchos padres 

tendrá también un impacto muy negativo sobre los alumnos, algo que ya vimos en la 

crisis anterior (Ruiz-Valenzuela, 2020). 

A todo esto se suman los retos en términos de equidad e igualdad de oportunidades 

del sistema educativo español, que pueden resumirse en el alto abandono temprano 

y la alta tasa de repetición de curso –muy relacionados con el origen social del 

alumnado (Save the Children, 2019)– y, en algunas CCAA, los altos niveles de 

segregación escolar. 

Las inversiones planteadas tienen en consideración estos retos y son condición 

imprescindible para mejorar la igualdad de oportunidades y la calidad del sistema. 

Pero será necesario complementarlas con una estrategia integral, que toque todos 

los ejes (presupuestario, regulatorio, formativo) y dimensiones (central, autonómica, 

local) de las políticas educativas. 

Planteamos el desarrollo de dicha estrategia, conjuntamente entre MEFP y CCAA, que 

responda a las teclas clave que pueden permitir mejorar la equidad del sistema, que 

fije metas e indicadores a 2025 y 2030, siguiendo el ejemplo de la Estrategia Europa 

2020. 

La crisis de la pandemia va a golpear con fuerza a toda una generación de alumnos, 

sin excepción, y lo va a hacer especialmente con los alumnos provenientes de los 

entornos desfavorecidos o afectados (directa o indirectamente) por la pandemia. 

Las consecuencias económicas, sociales y políticas de no actuar y rescatar a toda esa 

generación de alumnos invirtiendo en el sistema educativo y reforzando la equidad, 

pueden ser enormes en el corto, medio y largo plazo. No solo están en juego las 

oportunidades de los más afectados por la pandemia y la crisis económica. Está en 

juego la recuperación económica, la inserción laboral de cientos de miles de jóvenes 

y la cohesión social y política de los próximos años. 

 

 



Referencias: 

 Cabrales, A., y Roldán, A. (2020). Dos acuerdos educativos para la legislatura: 

una propuesta transversal. EsadeEcpol – Center for Economic Policy and 

Political Economy 

 Comisión Europea (2020). Commission Staff Working Document Guidance to 

Member States Recovery and Resilience Plans 

 COTEC. (2020). Covid-19 y educación II: escuela en casa y desigualdad. 

Fundación COTEC para la Innovación 

 De Quinto, A., Hóspido, L., y Sanz, C. (2020). The Child Penalty in Spain. Banco 

de España. Documentos Ocasionales, Nº2017 

 Fernandez, Enguita, M. (2020). ¿Hiperprofesores? No, gracias: al revés 

 García-Pérez, J. Ignacio, and Marisa Hidalgo-Hidalgo. No student left behind? 

Evidence from the Programme for School Guidance in Spain. Economics of 

Education Review 60 (2017): 97-111 

 Hanushek, E. y Woessmann, L. (2020). The economic impacts of learning 

losses. OECD Paris 

 IVIE. (2017). Inversión y capital público en Educación y Sanidad tras la crisis. 

ESENCIALES Fundación BBVA-IVIE, Nº22/2017 

 Maldonado, J. E. y De Witte, K. (2020) The effect of school closures on 

standardised student test outcomes. KU Kleuven Discussion Paper Series 

DPS20.17 

 Nusche, D., et al. (2016), OECD Reviews of School Resources: Denmark 2016, 

OECD Reviews of School Resources, OECD Publishing, Paris, 

https://doi.org/10.1787/9789264262430-en 

 Presidencia del Gobierno (2020). España Puede. Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia 

 REDE (2020). Financiación del sistema Educativo. Red por el Diálogo Educativo 

 Ruiz-Valenzuela (2020). Job loss at home: children’s school performance 

during the Great Recession. SERIEs (2020) 11:243–286 

 Save the Children. (2019). Todo lo que debes saber de PISA 2018 sobre 

Equidad. La equidad educativa en España y sus comunidades autónomas en 

PISA 2018 

 

  

https://www.esade.edu/itemsweb/wi/research/ecpol/EsadeEcPol_policybrief1.pdf
https://www.esade.edu/itemsweb/wi/research/ecpol/EsadeEcPol_policybrief1.pdf
https://www.sciencedirect.com/science/article/abs/pii/S0272775716304812
https://www.sciencedirect.com/science/article/abs/pii/S0272775716304812
http://www.oecd.org/education/The-economic-impacts-of-coronavirus-covid-19-learning-losses.pdf
http://www.oecd.org/education/The-economic-impacts-of-coronavirus-covid-19-learning-losses.pdf
https://feb.kuleuven.be/research/economics/ces/documents/DPS/2020/dps2017.pdf
https://feb.kuleuven.be/research/economics/ces/documents/DPS/2020/dps2017.pdf
https://www.oecd-ilibrary.org/education/oecd-reviews-of-school-resources-denmark-2016_9789264262430-en
https://link.springer.com/article/10.1007/s13209-020-00217-1
https://link.springer.com/article/10.1007/s13209-020-00217-1


 

Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 
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ampliación de las capacidades del Sistema Nacional de Salud 
 

Publicado en junio de 2021 

 

Retos y objetivos 

La crisis sanitaria ha puesto de manifiesto la fortaleza del sistema público de salud 

de España, pero también ha evidenciado los retos y dificultades a los que se enfrenta 

a la hora de abordar crisis que requieren anticipación, respuesta rápida y 

coordinación en cada territorio y con el resto del país. También ha evidenciado el 

carácter estratégico de la industria farmacéutica y la necesidad de asegurar el 

abastecimiento y favorecer la equidad en el acceso a los nuevos tratamientos. 

Esta situación ha demostrado que deben acelerarse las transformaciones para que el 

sistema sanitario pueda responder mejor a los retos demográficos (envejecimiento, 

cronicidad, dependencia, despoblación, etc.), ambientales (cambio climático, 

contaminación, ruido, etc.), sociales (determinantes sociales de la salud, diferencias 

territoriales, etc.), tecnológicos (tratamiento de datos, tecnologías disruptivas, etc.) 

y económicos (sostenibilidad, eficiencia, etc.) a los que se enfrenta. 

Este componente busca así reforzar las capacidades del Sistema Nacional de Salud, 

en coordinación con las Comunidades Autónomas, a través del Consejo 

Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, en cinco ámbitos clave para responder 

a la necesaria mejora de la salud de los ciudadanos: (i) fortalecimiento de la atención 

primaria y comunitaria, (ii) reforma del sistema de salud pública, (iii) consolidación de 

la cohesión, (iv) la equidad y la universalidad, y (v) refuerzo de las capacidades 

profesionales y reducción de la temporalidad y reforma de la regulación de 

medicamentos y productos sanitarios. 

El objetivo es preparar al Sistema para prevenir y afrontar posibles amenazas 

sanitarias globales como la derivada de la COVID-19 e incrementar las capacidades 

de salud pública y los sistemas de vigilancia epidemiológica. Asimismo, se persigue 

asegurar que todas las personas tengan las máximas oportunidades de desarrollar y 

preservar su salud y que dispongan de un sistema sanitario público, universal y 

excelente, sólidamente cohesionado, proactivo, innovador e inteligente y con 

perspectiva de género, que cuide y promocione su salud a lo largo de toda la vida. 

Inversión total estimada 

1.069 millones de euros 



Reformas 

C18.R1 

Fortalecimiento de la Atención Primaria y Comunitaria. Ejecución del Marco 

Estratégico para el refuerzo de la atención primaria y comunitaria para una mayor 

prevención y diagnóstico precoz de la enfermedad, mejora de su control, reducción 

de desigualdades sociales y territoriales y mejora de la eficiencia y sostenibilidad del 

sistema sanitario. 

C18.R2 

Reforma del sistema de salud pública. Desarrollo de instrumentos estratégicos y 

operativos como base de un nuevo sistema de salud pública más ambicioso, más 

integrado y mejor articulado. 

C18.R3 

Consolidación de la cohesión, la equidad y la universalidad. Reforma orientada a 

fortalecer el acceso universal a la sanidad, la equidad en el acceso a la prestación 

sanitaria y la cohesión entre los diferentes territorios del país. Estará basada en tres 

pilares: (i) una nueva ley que permita avanzar en la consecución de los objetivos de 

universalidad, equidad y cohesión, (ii) la reorientación de la atención de alta 

complejidad en el sistema sanitario, (iii) el incremento de la cartera común de 

servicios sanitarios públicos a prestar al conjunto de la ciudadanía. 

C18.R4 

Refuerzo de las capacidades profesionales y reducción de la temporalidad. Su 

objetivo es reforzar las dotaciones de médicos y enfermería, reducir su temporalidad, 

mejorar sus condiciones laborales y potenciar su formación y desarrollo profesional. 

Para ello se reformará la ley que regula el personal sanitario en España (Estatuto 

Marco). Asimismo, se prevé aprobar un Real Decreto para mejorar el sistema de 

formación sanitaria especializada (MIR). 

C18.R5 

Reforma de la regulación de medicamentos y productos sanitarios introduciendo 

elementos que incrementen la competencia y favorezcan el acceso a nuevos 

tratamientos, desarrollando a su vez el Plan Estratégico de la Industria Farmacéutica. 

Inversiones 

C18.I1 

Plan de inversión en equipos de alta tecnología en el Sistema Nacional de 

Salud. Renovación en particular de los siguientes tipos de equipos: Aceleradores 

lineales, Tomografía Axial Computerizada (TC); Resonancia Magnética, Gamma-

cámara, Equipos de hemodinámica, Angiografía Vascular, Angiografía 



Neurorradiológica, Tomografía por emisión de positrones (PET), Tomografía por 

emisión de positrones y TAC (PET-TAC), Equipo de Braquiterapia Digital. 

 

C18.I2 

Acciones para reforzar la prevención y promoción de la Salud. Centradas 

especialmente en la promoción de estilos de vida y entornos saludables dado que la 

mayor parte de las enfermedades tienen factores de riesgo comunes sobre los que 

debe actuarse preventivamente (lucha contra el tabaquismo, prevención del 

consumo de alcohol, promoción de entornos y estilos de vida saludable, actuaciones 

del Plan de resistencia a los antibióticos, prevención y tratamiento de adicciones, 

prevención de problemas de salud mental y promoción del bienestar emocional y 

prevención del cáncer). 

C18.I3 

Aumento de capacidades de respuesta ante crisis sanitarias. Incluye el 

fortalecimiento de las capacidades de vigilancia, detección precoz y respuesta rápida 

ante crisis sanitarias, de disposición de suministros suficientes ante la eventualidad 

de cualquier situación crítica, el refuerzo de las capacidades de laboratorios e 

instituciones sanitarias, así como la evaluación del desempeño del Sistema Nacional 

de Salud durante la pandemia. 

C18.I4 

Formación de profesionales sanitarios y recursos para compartir 

conocimiento. Refuerzo de las capacidades y competencias de los profesionales de 

la sanidad a través de su formación continuada y con herramientas que les permitan 

compartir conocimiento para mejorar la coordinación y calidad de la atención 

sanitaria. 

C18.I5 

El Plan para la Racionalización del consumo de productos farmacéuticos y fomento 

de la sostenibilidad incluye: (i) mejoras en los sistemas de evaluación de 

medicamentos, tecnologías y prestaciones sanitarias, (ii) el fomento de la utilización 

de los medicamentos genéricos y biosimilares, así como de los medicamentos 

innovadores en el Sistema Nacional de Salud (iii) el desarrollo y modernización de la 

prestación ortoprotésica en el Sistema Nacional de Salud, (iv) el aumento de las 

habilidades y el conocimiento de los profesionales para el uso racional de 

medicamentos y tecnologías sanitarias, y (v) fomento y adaptación regulatoria para 

la mejora de la I+D+i del sector del medicamento. 

C18.I6 

Data Lake sanitario. Generación de un centro de datos sanitarios que recoja la 

información de los sistemas de información y permita un análisis masivo para la 



identificación y mejora del diagnóstico y de los tratamientos. Forma parte de un 

proceso más amplio de impulso de la digitalización de los servicios de salud, la 

interoperabilidad y los servicios en red en el ámbito nacional, europeo e internacional. 

  



Juan Ferrari. Trabajo publica el reparto de fondos de la UE para 

políticas de empleo 
 

Artículo de opinión 

Publicado en agosto de 2021 

 

Andalucía y Cataluña se reparten un tercio de los 987 millones de euros 

 

El Ministerio de Trabajo publicó en el Boletín Oficial del Estado (BOE) la distribución 

territorial y los objetivos a alcanzar por parte de las comunidades autónomas en los 

programas de empleo previstos para 2021 en el Mecanismo de Recuperación y 

Resiliencia (MRR). De los casi 688 millones de euros que obtendrán por este vía las 

Consejerías de Empleo autonómicas durante este año, un tercio se los reparten las de 

Andalucía (127,6 millones) y Cataluña (104,2 millones 

El decreto aprobado determina la posible devolución y reintegro de los fondos en 

caso de no realizarse el gasto, no cumplirse los objetivos e hitos previstos o los 

indicadores o hitos reportados no sean fiables, así como la existencia de cualquier 

irregularidad. Igualmente, la distribución de fondos financiados con el MRR que se 

realice en 2022 y 2023, quedará supeditada al cumplimiento por las comunidades 

autónomas de los hitos y objetivos previstos para el conjunto del Estado, según 

explica EP. 

Los criterios de reparto y distribución de estos 688 millones de euros fueron 

aprobados el pasado julio por la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos 

Laborales, tras la autorización del Consejo de Ministros. Este importe se suma a los 

2.110,8 millones de euros ya distribuidos en base a los criterios aprobados en la 

Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales de 28 de abril de 2021. 

En cuanto al resto de comunidades autónomas, la Valenciana recibirá 64,3 millones 

de euros; la Comunidad de Madrid, 63,2 millones; Galicia, 45,2 millones; el País Vasco, 

40,5 millones; Canarias, 40,6 millones; Castilla y León, 37,1 millones; Castilla-La 

Mancha, 34,5 millones; Extremadura, 29,4 millones; Aragón, 20,3 millones; la Región 

de Murcia, 19,7 millones; Asturias, 17 millones; Baleares, 15,7 millones; la Comunidad 

Foral de Navarra, 11,6 millones; Cantabria, 10,8 millones y La Rioja, 5,2 millones. 

Jornadas de formación 

Trabajo ha explicado que el Servicio Público de Empleo Estatal (Sepe) está realizando 

jornadas de formación para las personas técnicas de las comunidades autónomas que 

abordan los criterios e instrumento específicos para la gestión del dinero procedente 

de la UE (MRR). 



Estos fondos van dirigidos a financiar los proyectos previstos en el Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia para Empleo joven, Empleo mujer, 

Adquisición de nuevas competencias para la transformación digital, verde y 

productiva; Nuevos proyectos territoriales para el reequilibrio y la equidad; 

Gobernanza e impulso de las políticas de apoyo a la activación para el empleo; y 

Competencias digitales para el empleo. 

Según el decreto, el Gobierno emplaza a las comunidades a justificar el adecuado 

cumplimiento de los hitos y objetivos previstos en un plazo máximo de tres meses a 

partir de la fecha límite prevista. En todo caso, antes del 31 de marzo de 2023 deberá 

remitir un informe de justificación sobre cómo ha utilizado los fondos, con el grado 

de cumplimiento de los objetivos previstos, el coste real respecto al estimado 

inicialmente, descripciones de las medidas adoptadas, cómo se llevaron a cabo y los 

mecanismos de control aplicados en su ejecución. 

Diez millones para los centros de Orientación y Emprendimiento 

Cada CCAA recibirá 10,2 millones de euros para financiar la creación y la actividad de 

los nuevos Centros de Orientación y Emprendimiento. En cada región deberá existir, 

al menos, uno para constituirse como referencia para el Sistema Nacional de Empleo 

(SNE). También se distribuirá de manera lineal el importe destinado a financiar un 

Plan Transversal de Igualdad de Género (1 millón de euros). Para la formación interna 

se distribuirán fondos de manera proporcional a las plantillas de los Servicios Públicos 

de empleo Autonómicos. 

 

  



Manuel V. Gómez. Trabajo quiere que una parte de los fondos 

de políticas activas de empleo para las comunidades dependan 

de objetivos 
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Díaz anuncia que el Ejecutivo invertirá 3.500 millones de euros para esta reforma 

 

El Ministerio de Trabajo ya tiene avanzada y negociada su propuesta para reformar 

las políticas activas de empleo como exige Bruselas y contempla el plan de 

recuperación. Su plan pasa, entre otras cosas, porque buena parte del dinero que las 

comunidades reciben para desarrollar estas políticas esté sujeto al cumplimiento de 

una serie de indicadores. Otro elemento significativo son los recursos que pretende 

inyectar el Ejecutivo: 3.500 millones de euros, de los que 2.100 millones 

probablemente se repartirán el próximo 28 de abril en la conferencia sectorial de 

empleo entre el Gobierno central y las comunidades autónomas, según han explicado 

la ministra Yolanda Díaz y el secretario de Estado de Empleo, Joaquín Pérez Rey, este 

viernes. 

El porcentaje que Trabajo pretende que dependa del cumplimiento de objetivos 

asciende al 45%. De momento, de los 2.100 millones que se van a poner ya sobre la 

mesa, 1.300 millones se regirían con esta fórmula. Ni la ministra ni el secretario de 

Estado han querido precisar cómo serían los objetivos ni los indicadores 

argumentando que están negociándolo, en paralelo, con las autonomías y los 

agentes sociales. Con ambas partes llevan meses tratando esta reforma, que es uno 

de los cambios prometidos a Bruselas para la llegada de los fondos europeos para la 

recuperación. La intención sería, según ha explicado Pérez Rey, construir también 

“un mapa de indicadores con hitos a los seis, 12 y 18 meses”. Esto, según han 

explicado ambos políticos, pasa por la reforma de la Ley de Empleo del año 2015. 

 “El mecanismo es en la línea de un bonus positivo o uno negativo” en función de los 

resultados, ha apuntado Díaz. La intención del Ejecutivo es que la Airef se encargue 

de la evaluación. Este organismo ya hizo un examen en profundidad de estas políticas 

en España en 2019, cuando lo presidía José Luis Escrivá, y concluyó que hacía falta un 

“cambio radical”. 

Los 2.100 millones de euros que Trabajo tiene intención de pactar con las 

comunidades el próximo 28 de abril contienen 800 millones adicionales sobre lo 

previsto en principio, unos 1.300 millones. A esa primera cantidad hay que sumar casi 

260 millones para el fomento del empleo agrario y otros 1.100 millones contemplados 

https://elpais.com/economia/2021-04-13/la-reforma-laboral-prometida-a-bruselas-dejara-solo-tres-tipos-de-contratos.html
https://elpais.com/economia/2021-04-13/la-reforma-laboral-prometida-a-bruselas-dejara-solo-tres-tipos-de-contratos.html
https://elpais.com/economia/2019/04/17/actualidad/1555529390_753721.html


en los fondos europeos para la recuperación. Dentro de esta partida hay que incluir 

175 millones para la modernización y la digitalización del SEPE. 

En la presentación de estos planes, Díaz ha admitido que España es un país que 

siempre ha tenido un problema con las políticas para la inserción de parados y la 

formación y recualificación de quienes tienen trabajo. “Nuestro país no tiene buenos 

ejemplos”, ha asumido de forma general, aunque también ha señalado que hay 

comunidades con mejores prácticas. 

Díaz ha apuntado que sus planes pasan por estabilizar la plantilla de orientadores 

laborales que hay en España. Ahora muchos de ellos están contratados dentro de 

programas anuales. En estos se incluyen los 3.000 que el primer Gobierno de Sánchez, 

tras la moción de censura, contrató. Se trataría ahora de estabilizarles porque, como 

ha señalado la propia ministra, “no tiene sentido” que quienes se dedican a buscar 

empleo para otros estén en situación de precariedad. 

Otro de los puntos en los que han puesto énfasis los responsables del Ministerio de 

Trabajo es la lucha contra el desempleo juvenil, otro de los elementos que reclama 

Bruselas y en los que España destaca negativamente dentro de la UE. A este fin, la 

intención es destinar 600 millones de los que se repartirán en la conferencia sectorial. 

Aunque no serían estos los únicos fondos para este capítulo. 

  



Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Componente 23: Nuevas políticas 

públicas para un mercado de trabajo dinámico, resiliente e 

inclusivo 
 

Retos y objetivos 

El mercado laboral español arrastra desde hace décadas importantes 

desequilibrios que agravan los ciclos económicos, lastran los aumentos 

de productividad, aumentan la precariedad y profundizan las brechas sociales, 

territoriales y de género, perpetuando la desigualdad. 

La elevada tasa de desempleo estructural y de paro juvenil, la excesiva temporalidad 

y rotación de contratos, la baja tasa de ocupación y la persistente brecha de género 

resultan en una baja inversión en capital humano, una baja productividad, y una 

elevada desigualdad económica y social. 

A estos retos estructurales se añade la actual caída de la actividad derivada de la 

emergencia sanitaria, que está acelerando cambios importantes en el ámbito 

laboral que hacen necesario abordar algunos de los problemas arrastrados del 

pasado. 

Este componente impulsará la reforma del mercado laboral español para adecuarlo 

a la realidad y necesidades actuales y de manera que permita corregir las debilidades 

estructurales. Esta reforma debe ser abordada en el marco del diálogo social, 

orientada a reducir el desempleo estructural y el paro juvenil, corregir la dualidad, 

mejorar el capital humano, modernizar la negociación colectiva y aumentar la 

eficiencia de las políticas públicas de empleo. Además, se dará un impulso a las 

políticas activas de empleo, orientándolas a la capacitación de los trabajadores en las 

áreas que demandan las transformaciones que requiere nuestra economía. 

Por otro lado, la digitalización del SEPE será una importante reforma que contribuirá 

a la modernización y eficiencia de los servicios de empleo. Esta inversión se recoge 

en el componente 11. 

Inversión total estimada 

2.363 millones de euros 

Reformas 

C23.R1 

Regulación del trabajo a distancia 

C23.R2 

Medidas para eliminar la brecha de género 



C23.R3 

Regulación del trabajo de los repartidores a domicilio por parte de las plataformas 

digitales 

C23.R4 

Simplificación de contratos: generalización del contrato indefinido, causalidad y 

simplificación de la contratación temporal 

C23.R5 

Modernización de políticas activas de empleo 

C23.R6 

Establecimiento de un mecanismo permanente de flexibilidad interna y 

recualificación de trabajadores en transición 

C23.R7 

Revisión de las subvenciones y bonificaciones a la contratación laboral 

C23.R8 

Modernización de la negociación colectiva 

C23.R9 

Modernización de la contratación y subcontratación de actividades empresariales 

C23.R10 

Simplificación y mejora del nivel asistencial de desempleo 

C23.R11 

Digitalización del SEPE, para su modernización y eficiencia. Inversión recogida en el 

componente 11 

Inversiones 

C23.I1 

Empleo Joven 

C23.I2 

Empleo Mujer y transversalidad de género en las políticas públicas de apoyo a la 

activación para el empleo 

C23.I3 

Adquisición de nuevas competencias para la transformación digital, verde y 

productiva 



C23.I4 

Nuevos proyectos territoriales para el reequilibrio y la equidad 

C23.I5 

Gobernanza e impulso a las políticas de apoyo a la activación para el empleo 

C23.I6 

Plan integral de impulso a la Economía Social para la generación de un tejido 

económico inclusivo y sostenible 

C23.I7 

Fomento del crecimiento inclusivo mediante la vinculación de las políticas de 

inclusión social al Ingreso Mínimo Vital 

 

  



Mesa Redonda. Transformación digital 
 

Celebrada el 23 de septiembre en Madrid, en la sede del Parlamento Europeo 

 

  



 

Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Transformación digital 
 

Impulso a la transformación digital 

La situación derivada del COVID-19 ha acelerado el proceso de digitalización en 

España, poniendo de relieve sus fortalezas y también sus carencias tanto desde el 

punto de vista económico, como social y territorial. Ello exige abordar urgentemente 

la transición digital, garantizando la accesibilidad del conjunto de la sociedad, 

impulsando la digitalización de la empresa -especialmente pymes y startups -y la 

industria, la I+D+i, y la capacitación digital de la población. Aprovechando las sinergias 

existentes con la transición verde, el Plan de Recuperación tiene como objetivo 

acelerar la transición digital de España para alcanzar, de forma estructural, una 

transformación y modernización real de la economía.  

España se encuentra en una buena posición para encarar este proceso, con varias 

fortalezas evidentes. Es país líder en el despliegue de redes de fibra óptica. También 

la Comisión ha reconocido recientemente el esfuerzo de España en materia de 

digitalización en el índice DESI (Digital Economy and Society Index), que mide el 

índice de digitalización de los países europeos, por delante del resto de grandes 

países europeos y reconociendo su posición destacada en servicios públicos digitales. 

Además, el país cuenta con grandes empresas líderes mundiales en el ámbito de las 

telecomunicaciones y en otros sectores estratégicos clave para el futuro, liderazgo 

europeo en el ámbito del 5G y la ciberseguridad, excelentes profesionales y talento 

creativo, una industria de la cultura y audiovisual con gran potencial, un ecosistema 

dinámico de startups, ciudades y territorios importantes en el mapa europeo de la 

innovación y la digitalización, seguridad física y jurídica, estabilidad social, un entorno 

de vida atractivo para el teletrabajo y una sociedad abierta, flexible y dinámica.  

Pero también hay carencias por abordar, principalmente en relación con la plena 

conectividad en todo el territorio, las competencias digitales del conjunto de la 

población y la digitalización de las pymes. Un tejido productivo de empresas de 

pequeño tamaño supone un reto ambicioso en este necesario proceso de 

digitalización.  

El proceso de digitalización tendría importantes efectos en la productividad, el 

crecimiento y la creación de empleo, además de las mejoras de bienestar y de acceso 

a productos y servicios, tal y como señalan diversos estudios. Según un informe de la 

Unión Internacional de Telecomunicaciones1 (2018), en los países de la OCDE, un 

incremento del 1% en la intensidad de digitalización del país supone un aumento del 

                                                           
1 International Telecommunication Union, Katz, Callorda (2018) 



PIB per cápita de un 0,14%. En España, una mejora de 10 puntos en el índice DESI 

podría suponer un aumento promedio de un punto del PIB per cápita real de España2.  

Todo ello hace urgente apoyar la modernización del tejido empresarial, impulsando 

su internacionalización, la renovación del capital tecnológico, su adaptación a la 

transición ecológica, y su digitalización. La ciberseguridad, la economía del dato, la 

Inteligencia Artificial, y otras tecnologías digitales habilitadoras son vectores 

estratégicos para impulsar una segunda oleada de digitalización en España, que ha 

de ser inclusiva y sostenible, vertebradora de la cohesión territorial y social. 

Impulsada por infraestructuras y servicios que sitúen en el centro a las personas, 

abran nuevas oportunidades para empresas, reduzcan las distintas brechas digitales 

- como las de género y territoriales-, e impulsen tecnologías fiables que fomenten una 

sociedad abierta y una economía dinámica y sostenible, y que contribuyan a una 

soberanía digital europea acorde a nuestros valores.  

Con el fin de garantizar un proceso de transformación digital plenamente coherente 

con los valores constitucionales y la protección de los derechos individuales y 

colectivos, España está liderando el proceso para elaborar una Carta de Derechos 

Digitales, que pueda orientar el proceso legislativo y regulatorio a nivel nacional y 

europeo en los próximos años, y abordar también la modernización del marco laboral 

y de los mecanismos de concertación social. 

En línea con la estrategia digital europea, la Agenda España Digital 2025, de 23 de julio 

de 2020, fija la hoja de ruta para guiar la acción en este terreno, a través de diez ejes 

estratégicos, concretados a su vez en inversiones y reformas para una transición 

digital humanista que potencie las infraestructuras, competencias y tecnologías 

necesarias para una economía y una sociedad digital. Su ejecución constituye sin duda 

uno de los ejes transversales esenciales para lograr este proceso de transformación, 

y tendrá un efecto importante en el crecimiento económico y en la movilización de 

inversión del sector privado, estimadas en unos 50.000 millones de euros en el 

periodo 2021-2023.  

Dada su naturaleza de eje transversal, la transformación digital se desplegará a través 

de las diez políticas palanca. Desde la agenda urbana a la educación, desde la 

agricultura al turismo, desde la industria a la movilidad, desde la modernización de la 

Administración pública hasta la nueva economía de los cuidados, con una inversión 

equivalente al 29,58% del total, superando así ampliamente el objetivo del 20% 

marcado reglamentariamente. La siguiente tabla muestra un resumen de la 

contribución de cada componente.  

El Plan de Recuperación prevé el despliegue de los siete planes estratégicos que 

desarrollan la agenda España Digital 2025: el Plan de Conectividad, la Estrategia de 

Impulso 5G, la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial, el Plan Nacional de 

Competencias Digitales, el Plan de Digitalización de las Administraciones públicas, el 

                                                           
2 El impacto de la digitalización en España: Contribución de las empresas de DigitalES a la economía 
española¨. Deloitte 2019 



Plan de Digitalización de las pymes y el Plan España Hub Audiovisual de Europa. Estos 

objetivos, se alinean a su vez a los marcados por la nueva estrategia digital para 

Europa.  

En primer lugar, y en línea con las inversiones del componente 11, se impulsará la 

digitalización de las Administraciones públicas, particularmente con proyectos 

tractores en ámbitos clave como el empleo, la seguridad social y las políticas de 

inclusión, la Justicia, simplificando la relación con la ciudadanía y consiguiendo que 

150.000 empleados públicos estén perfectamente habilitados y formados para el 

teletrabajo. El refuerzo de la ciberseguridad en el ámbito público constituye una de 

las prioridades del Plan, con el fin de contribuir a la seguridad, la autonomía 

estratégica y la resiliencia del conjunto de la UE.  

En segundo lugar, a través de los componentes 12 y 13, se acelerará la digitalización 

de las empresas, especialmente en los sectores productivos estratégicos del país - 

como el agroalimentario, la movilidad, la salud, el turismo o el comercio, entre otros 

- extendiendo el impacto inducido de los programas de digitalización a millones de 

pymes, impulsando también la innovación, el emprendimiento y una atención muy 

especial al ecosistema de startups, con especial atención a la innovación en zonas en 

declive demográfico.  

En tercer lugar, el componente 15 se dedica a impulsar la conectividad digital, las 

tecnologías 5G y de ciberseguridad. El Plan se marca garantizar una conectividad 

digital adecuada para el 100% de la población, promoviendo así la desaparición de la 

brecha digital entre zonas rurales y urbanas; continuar liderando en Europa el 

despliegue de la tecnología 5G, con el objetivo de que el 70% de la población disponga 

de cobertura 5G; y reforzar la capacidad española en ciberseguridad, consolidando su 

posición como uno de los polos europeos de mayor capacidad empresarial, 

aprovechando también las capacidades actuales.  

En cuarto lugar, a través de las inversiones y reformas del componente 16, se 

impulsará el tránsito hacia una economía del dato, garantizando, por supuesto, la 

privacidad y seguridad y aprovechando las oportunidades de la Inteligencia Artificial.  

En quinto lugar, el componente 19 fundamentalmente, así como los componentes 20 

y 21 se orientan a reforzar las competencias digitales de los trabajadores y del 

conjunto de la ciudadanía, cerrando además la brecha digital en el ámbito de la 

educación, con una atención muy especial a la participación de las mujeres en los 

ámbitos científicos y tecnológicos. Con ello, se marca como meta que el 80% de la 

población reciba formación en competencias digitales básicas.  

En sexto lugar, a través del componente 25, se mejorará el atractivo de España como 

plataforma europea de negocio y trabajo, de captación de inversión y talento en el 

ámbito audiovisual y de los videojuegos.  

En cuanto a las reformas, el Plan contempla un conjunto de iniciativas normativas 

para acompañar las inversiones, incluyendo la Ley General de Telecomunicaciones, la 



Ley Audiovisual, la normativa de ciberseguridad 5G, la Ley de Startups, las subastas 

de espectro para el segundo dividendo digital, la reforma del sistema educativo, la 

modernización de la Administración, o la reforma de las políticas activas de empleo.  

Adicionalmente, el Plan define un doble objetivo transversal: que la digitalización 

contribuya de forma importante a cerrar las diferentes brechas sociales, territoriales 

y de género y contribuya a apoyar la transición ecológica. En efecto, es preciso que el 

proceso de digitalización sirva para luchar contra las desigualdades y brechas que se 

han agrandado en los últimos diez años, garantizando los derechos en el nuevo 

entorno digital y, en particular, los derechos laborales, de todos los consumidores, 

ciudadanos y empresas. En este sentido, cabe señalar el trabajo ya realizado en 

España para la elaboración de una Carta de Derechos Digitales que pueda servir de 

base para los proyectos en la materia a nivel europeo. 

Igualmente, las acciones del Plan cumplen plenamente con las exigencias 

reglamentarias en materia del principio de “no causar un perjuicio significativo” (‘Do 

no significant harm principle’) y se orientan a maximizar las sinergias de la doble 

transición verde y digital con un conjunto de proyectos que utilizan las herramientas 

digitales para avanzar en eficiencia energética, algoritmos verdes, redes inteligentes, 

uso eficiente de agua y suelo, etc. Progresivamente se irá incluyendo también un 

principio de do no significant harm digital, para desarrollar metodologías que 

garanticen la protección de los datos y de los derechos de los ciudadanos en el 

desarrollo de proyectos con contenido digital. 

  



 

Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Componente 11. Modernización de 

las Administraciones públicas 
 

Retos y objetivos 

El Plan de Recuperación afronta uno de los retos de la sociedad española muchas 

veces retrasado: la reforma y modernización de la administración pública, con el fin 

de adaptarla a los retos de la sociedad contemporánea. 

La transformación eficaz del tejido productivo español que se tiene que producir en 

los próximos años sólo será posible si se actualiza la administración pública, dado su 

papel clave en el buen funcionamiento de la economía. Este cambio, de impacto 

transversal, descansa en cuatro ejes: 

(i)   Digitalización de la administración y sus procesos, mediante la introducción de 

nuevas tecnologías y la simplificación de procedimientos, orientando el conjunto de 

las unidades administrativas a la atención a la ciudadanía y la resolución de sus 

problemas. 

(ii)   Reducción de la temporalidad de los empleados públicos y mejora de su 

formación. 

(iii)   Transición energética de la administración, a través de la rehabilitación de sus 

edificios y la utilización de energías renovables. 

(iv)   La modernización de la gestión pública, asegurando un nuevo modelo de 

gobernanza más estratégico y con un seguimiento que permita una mejor rendición 

de cuentas. 

El plan afronta además uno de los grandes retos de la democracia española: la 

agilización de la justicia a través de reformas en los procedimientos y modernización 

de sus infraestructuras. 

Inversión total estimada 

4.239 millones de euros 

Reformas 

C11.R1 

Reforma para la modernización y digitalización de la Administración. El objetivo de 

la reforma es la simplificación y digitalización de los procesos y procedimientos 

administrativos, así como reducir la tasa de temporalidad en el conjunto de las 

Administraciones Públicas españolas. Asimismo, se reforzará la evaluación de las 

políticas públicas con el fin de mejorar su eficiencia. 



C11.R2 

Reforma para el impulso del Estado de Derecho y la eficiencia del servicio público 

de justicia. Se establece un plan de trabajo para diez años cuyo objetivo es la 

adaptación y mejora de la administración de Justicia para y hacerla más accesible y 

eficiente, digitalizarla y promover su transformación ecológica. 

C11.R3 

Reforma para la modernización de la arquitectura institucional de gobernanza 

económica. Supone la puesta en marcha de un conjunto de políticas en el ámbito 

financiero y contable, con el fin de reforzar nuestro sistema e incrementar la 

protección de los consumidores en materia financiera. 

C11.R4 

Estrategia Nacional de Contratación Pública. Profesionalización de los agentes 

intervinientes en la contratación pública, mejora el acceso de las pymes, refuerzo de 

la transparencia y la eficiencia, de la seguridad jurídica y de la supervisión y control. 

C11.R5 

Refuerzo de las capacidades administrativas. La reforma incluye los elementos 

necesarios para la ejecución del Plan: sistema de seguimiento, auditoría y control, 

formación y comunicación. De este modo, transformará las Administraciones 

públicas, a la vez que propiciará un cambio de cultura administrativa, con el 

consiguiente impacto positivo a medio y largo plazo a nivel económico y social. 

Inversiones 

C11.I1 

Modernización de la Administración General del Estado, y orientación al servicio del 

ciudadano. Se logrará a través de la mejora de los servicios públicos digitales, 

mejorando las infraestructuras tecnológicas y la ciberseguridad, automatizando 

procesos y el desarrollo de servicios públicos basados en datos. 

C11.I2 

Proyectos tractores de digitalización de la Administración General del Estado. Seis 

iniciativas para la transformación digital de las Administraciones de sanidad, justicia, 

el Servicio Público de Empleo, la Seguridad Social, las migraciones y las políticas de 

inclusión, los consulados, y una lanzadera de proyectos tractores en Interior y 

Defensa, Agricultura y Consumo. 

C11.I3 

Transformación Digital y Modernización del Ministerio de Política Territorial y 

Función Pública y de las Administraciones de las CCAA y las EELL, inversión que 

aborda proyectos de modernización en el ámbito de la Administración General del 



Estado y de las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades 

Locales. 

C11.I4 

Plan de Transición Energética en la Administración General del Estado, para 

promover el ahorro y la eficiencia energética y fomentar la utilización de energías de 

origen renovable en los edificios e infraestructuras, así como impulsar la movilidad 

sostenible. 

C11.I5 

Transformación de la Administración para la Ejecución del Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia. Esta inversión se orienta a poner en marcha los 

elementos imprescindibles para un correcto funcionamiento del Plan e incluye tanto 

acciones de carácter organizativo como formativas y de comunicación. 

  



Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Componente 12. Política Industrial 

España 2030 
 

Retos y objetivos 

La industria manufacturera (excluido el sector energético) representa 12,3% del Valor 

Añadido Bruto de la economía española, un porcentaje inferior a los países de nuestro 

entorno. Ello supone un elemento de vulnerabilidad, dada la mayor resiliencia 

mostrada ante la crisis financiera y la actual crisis sanitaria, así como una mayor 

productividad que otros sectores. Se atribuye a la industria un 83% de la exportación 

total española y ostenta las mayores ratios de estabilidad en el empleo y mayores 

salarios respecto al resto de sectores económicos. 

Los principales retos a los que se enfrenta la industria y a los que responde este 

componente son: (i) la transformación digital basada en los datos en el ámbito de la 

industria y los servicios, (ii) el refuerzo de su peso en la economía española y el 

aumento de la dimensión de las empresas industriales, y (iii) la mejora de la eficiencia 

en la gestión del agua, los residuos, la energía y de los recursos, emisiones y energías 

renovables en el marco de la economía circular. 

España dispone de un importante tejido productivo en algunos sectores tractores, 

que serán clave para abordar la transición ecológica y la transformación digital de 

la economía y se impulsarán mediante este Plan. Entre ellos cabe destacar, aunque 

no de forma exclusiva, la automoción y su transición hacia el vehículo eléctrico, el 

sector agroalimentario, el de la salud, el sector aeronáutico o el naval, entre otros. 

Inversión total estimada 

3.782 millones de euros 

Reformas 

C12.R1 

Estrategia Española de Impulso Industrial 2030, que partirá de una reforma de la Ley 

de Industria que data de 1992, adaptándola a la realidad industrial y económica actual, 

articulando nuevas figuras y mecanismos que permitan dotar a la industria de 

resiliencia para hacer frente a los nuevos retos existentes y contribuir a alcanzar una 

mejora de su competitividad, e incorporando aspectos relativos a la digitalización y a 

los criterios de sostenibilidad medioambiental y economía circular. La reforma 

incorporará asimismo el apoyo a actividades accesorias a la industria, reconociendo 

la importancia de adaptar nuestro tejido productivo a los nuevos modelos de negocio 

que superan el concepto tradicional de la venta exclusiva de productos y apuestan 

por sistemas de producto-servicio que posibilitan la apertura de nuevos nichos de 

mercado y favorecen la diferenciación. La reforma actualizará no sólo los 



mecanismos de coordinación entre la Administración del Estado y las Comunidades 

Autónomas en el ejercicio de sus competencias en la materia, sino también el sistema 

de calidad y seguridad industrial, así como el régimen de infracciones y sanciones. 

C12.R2 

Política de residuos e impulso a la economía circular. Dará continuidad a la normativa 

recientemente aprobada (entre la que destaca la Estrategia Española de Economía 

Circular, España Circular 2030, aprobada el pasado mes de junio), acompañará al 

conjunto de inversiones previstas en el Plan en el ámbito de los residuos e impulsará 

un nuevo modelo de producción y consumo en el que el valor de los productos, 

materiales y recursos se mantengan en la economía el mayor tiempo posible, en la 

que se reduzcan al mínimo la generación de los residuos y se aprovechen con el mayor 

alcance posible los que no se puedan evitar. 

Inversiones 

C12.I1 

Espacios de datos sectoriales (contribución a proyectos tractores de digitalización 

de los sectores productivos estratégicos). En línea con la Estrategia Europea del 

Dato, el objetivo de esta inversión es la puesta en marcha de grandes espacios de 

datos comunes industriales y seguros, que ayudará al impulso de la innovación 

empresarial en los principales sectores productivos estratégicos de la economía, 

entre ellos, el sector agroalimentario, el sector de la movilidad sostenible, el sector 

salud y el sector comercial, entre otros. En el desarrollo de estos grandes espacios de 

datos se asegurarán las economías de escala y la eficiencia en la inversión. Por 

ejemplo, mediante el desarrollo y compartición de componentes comunes (building 

blocks) y de infraestructuras y datos comunes, como las plataformas de cloud y las 

redes de supercomputación y almacenamiento, análisis de datos masivo y servicios e 

Inteligencia Artificial. 

C12.I2 

Programa de impulso de la competitividad y sostenibilidad industrial. Esta inversión 

pretende principalmente impulsar la transformación de las cadenas de valor 

estratégicas de sectores industriales con gran efecto tractor en la economía, 

englobando a todas las partes que operan en esa cadena de valor, desde las empresas 

emergentes más pequeñas hasta las compañías más grandes, desde el mundo 

académico hasta el personal investigador y desde los prestadores de servicios hasta 

los proveedores. Dada la estructura de las empresas industriales en España, se prevé 

un importante componente de apoyo a la pyme. Se apoyarán principalmente 

proyectos que se consideren estratégicos para la transición industrial, favoreciendo 

la transformación de sectores como, la automoción y el vehículo eléctrico, el sector 

agroalimentario, de la salud, el aeronáutico y naval, así como los sectores industriales 

vinculados a las energías renovables, entre otros. 



Esta inversión también financiará proyectos de menor magnitud, pero con entidad 

propia, en ámbitos tan relevantes para nuestro futuro industrial como la simulación 

industrial, el diseño y fabricación aditiva, los materiales avanzados, los proyectos 

industriales de realidad aumentada, realidad virtual y visión artificial o la robótica 

colaborativa y cognitiva. 

Por último, esta inversión también financiará el apoyo a infraestructuras industriales 

sostenibles, desde parques industriales hasta zonas logísticas (infraestructuras 

técnicas y servicios especializados de uso común o compartido). 

C12.I3 

Plan de apoyo a la implementación de la normativa de residuos y al fomento de la 

economía circular, cuyo objetivo es facilitar el despliegue de la economía circular en 

España. Las actuaciones contempladas son muy diversas y abarcan desde la 

implantación de nuevas recogidas separadas y la mejora de las existentes hasta la 

construcción de instalaciones específicas para el tratamiento de esas recogidas. 

También se prevén actuaciones para el reciclado de otros flujos de residuos recogidos 

separadamente e inversiones relativas a instalaciones de recogida (como puntos 

limpios), clasificación (envases, papel, etc.) o mejora de las plantas de tratamiento 

mecánico-biológico existentes. 

La inversión también prestará especial atención al desarrollo de instrumentos de 

digitalización para la gestión medioambiental y al fomento de la economía circular en 

el ámbito de la empresa. 

  



 

Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Componente 16. Estrategia 

Nacional de Inteligencia Artificial 
 

Retos y objetivos 

La Inteligencia Artificial (IA) tiene un gran potencial de transformación desde el 

punto de vista tecnológico, económico y social dada su penetración intersectorial, 

elevado impacto, rápido crecimiento y contribución a la mejora de la 

competitividad. Es también un vector transversal para afrontar los grandes desafíos 

de nuestra sociedad y específicamente para reducir la brecha de género, la brecha 

digital, apoyar la transición ecológica y la vertebración territorial. 

El objetivo de este componente es situar a España como un país puntero en 

Inteligencia Artificial, liderando, a nivel mundial, el uso de la lengua española en la 

Inteligencia Artificial; promoviendo la creación de empleo cualificado, tanto 

estimulando el talento español, como atrayendo talento global; e incorporando la 

Inteligencia Artificial como factor para mejorar la productividad de la empresa 

española y de la Administración Pública. Todo ello con una perspectiva humanista que 

garantice los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos. 

Para ello, el componente se articula a través de la Estrategia Nacional de Inteligencia 

Artificial, que es uno de los principales planes de la agenda digital del Gobierno de 

España (España Digital 2025). 

Algunos de los retos principales abordados por este componente guardan relación 

con el uso masivo de la Inteligencia Artificial en las empresas, particularmente en las 

pymes, con la creación de repositorios de datos de amplio acceso, y con la inversión 

pública y privada en innovación en materia de Inteligencia Artificial. 

Inversión total estimada 

500 millones de euros 

Reformas 

C16.R1/I1 

La Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial vertebra una reforma estratégica de 

la economía y sociedad en la era digital, y se orienta hacia tres objetivos específicos: 

 La introducción y extensión de tecnologías basadas en Inteligencia Artificial 

en la economía y sociedad española. 

 El desarrollo de la normativa necesaria para permitir sandboxes regulatorios 

para probar la aplicación de la Inteligencia Artificial en distintas áreas. 



 El establecimiento de un mecanismo de asesoramiento que permita analizar y 

verificar el desarrollo y la implementación segura y confiable de tecnologías 

basadas en Inteligencia Artificial, así como de un marco ético y normativo que 

permita desarrollar una Inteligencia Artificial fiable y alineada con los 

principios éticos y sociales. 

Las inversiones incluidas en la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial se 

estructuran en un conjunto de ejes de actuación: 

 El impulso de la investigación científica y el desarrollo tecnológico en 

Inteligencia Artificial, a través de convocatorias de ayudas para financiar 

proyectos de investigación industrial o desarrollo experimental en materia de 

Inteligencia Artificial para abordar los grandes desafíos sociales (brecha de 

género, transición ecológica, vertebración territorial y brecha digital) en 

sectores de gran relevancia y alta capacidad de disrupción e impacto. 

 La potenciación del talento nacional y la atracción del talento global en el 

ámbito de la Inteligencia Artificial, con la creación de un nodo de información 

para atracción y retención del talento (SpAIn Talent Hub) y el apoyo a la 

creación de una red española de Excelencia en Inteligencia Artificial (con 

programas interdisciplinares de formación y alta especialización y 

mecanismos para la captación y retención de talento que funcione de manera 

integrada para coordinar la investigación a nivel nacional). 

 El desarrollo de plataformas de datos e infraestructuras tecnológicas para 

dar soporte a la Inteligencia Artificial, a través del fomento de proyectos 

relacionados con la lengua española en el ámbito de la Inteligencia Artificial y 

del lenguaje natural, así como el refuerzo de las capacidades estratégicas de 

supercomputación. 

 La integración de la Inteligencia Artificial en las cadenas de valor para 

transformar el tejido económico, a través del fomento de los algoritmos 

verdes y de un programa de ayudas a pymes para la integración de la 

Inteligencia Artificial y la robotización en sus cadenas de valor. 

  



 

Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Componente 19. Plan Nacional de 

Competencias Digitales (digital skills) 
 

Retos y objetivos 

Este componente tiene como objetivo garantizar la formación e inclusión digital de 

la ciudadanía y los trabajadores, no dejando a nadie atrás en el proceso de 

transformación digital de la sociedad y la economía. Se dirige así al conjunto de la 

población, y pone especial atención al cierre de la brecha de género y al impulso de 

la formación en las zonas en declive demográfico. 

Para ello, el componente se articula a través del Plan Nacional de Competencias 

Digitales, que constituye a su vez uno de los principales planes de la agenda digital 

del Gobierno España (España Digital 2025). 

Así, el componente se vertebra en cuatro ejes de actuación que actúan sobre un 

conjunto de retos a bordar: (i) la formación digital transversal para la ciudadanía 

(ciudadanía digital), con énfasis en la capacitación digital de mujeres y niñas, para que 

todas las personas puedan, entre otras acciones, comunicarse, comprar, realizar 

transacciones o relacionarse con las Administraciones utilizando las tecnologías 

digitales con autonomía y suficiencia; (ii) el desarrollo de competencias digitales para 

la educación, desde la digitalización de la escuela hasta la universidad, pasando por 

la Formación Profesional; (iii) la formación en competencias digitales a lo largo de la 

vida laboral (upskilling y reskilling, tanto de las personas desempleadas como 

empleadas), con foco en el desarrollo de competencias digitales para las pymes; y (iv) 

el fomento de los especialistas TIC. 

Inversión total estimada 

3.593 millones de euros 

Reformas 

C19.R1 

Plan Nacional de Competencias Digitales. Elaboración y puesta en marcha del Plan 

Nacional de Competencias Digitales, que actúa como hoja de ruta para identificar las 

medidas necesarias que aseguren que toda la ciudadanía cuenta con las herramientas 

necesarias para adquirir y desarrollar competencias digitales, en un contexto de 

transición dual digital y verde. 

Inversiones 

C19.I1 



Competencias digitales transversales: incluye (i) el desarrollo de una red de centros 

de apoyo a la formación digital, (ii) acciones específicas de inclusión digital (campaña 

general de difusión y sensibilización, campaña de fomento del humanismo 

tecnológico, Plan Digital de enseñanza y difusión de la cultura y la lengua española en 

el exterior), (iii) acciones de capacitación para la ciudadanía digital y (iv) un programa 

de fomento de la capacitación digital de las mujeres y de vocaciones científico-

tecnológicas en la escuela. 

C19.I2 

Transformación Digital de la Educación. Incluye (i) el Plan de Digitalización y 

Competencias Digitales del Sistema Educativo, que tiene como actuaciones clave la 

dotación de dispositivos portátiles para la reducción de la brecha digital de acceso 

por parte del alumnado de colectivos vulnerables, y la instalación y mantenimiento 

de sistemas digitales interactivos en centros educativos, y (ii) el Plan de Formación 

Profesional Digital, con foco en el desarrollo de espacios formativos en competencias 

digitales demandadas por los sectores productivos, y en la acreditación de 

competencias digitales adquiridas a través de la experiencia laboral. 

C19.I3 

Competencias digitales para el empleo. Incluye actuaciones específicas de 

cualificación y recualificación dirigidas a personas empleadas y desempleadas, un 

Programa de capacitación Digital de las Administraciones públicas, y un Programa 

para la transformación digital de pymes y formación en competencias digitales para 

pymes. 

C19.I4 

Profesionales digitales. Incluye la adaptación de la oferta formativa de formación 

profesional existente y el diseño de nuevas especialidades que permitan adquirir 

competencias digitales avanzadas y progresar en áreas clave como la ciberseguridad, 

así como la creación de Recursos Educativos Abiertos para la enseñanza con medios 

digitales. 

  



 

Gobierno de España. Ministerio de Asuntos Económicos y 

transformación digital. España Digital 2025 
 

España Digital 2025 incluye cerca de 50 medidas agrupadas en diez ejes estratégicos 

con los que, durante los próximos cinco años, se pretende impulsar el proceso de 

transformación digital del país, de forma alineada con la estrategia digital de la Unión 

Europea, mediante la colaboración público-privada y con la participación de todos los 

agentes económicos y sociales del país. En la elaboración de esta agenda digital han 

participado más de 15 ministerios y organismos públicos y más de 25 agentes 

económicos, empresariales y sociales. 

España Digital 2025 contempla la puesta en marcha durante 2020-2022 de un conjunto 

de reformas estructurales que movilizarían un importante volumen de inversión 

pública y privada, en el entorno de los 70.000 millones de euros. 

La inversión pública en el periodo 2020-2022 se situaría en torno a los 20.000 millones 

de euros, de los cuales 15.000 millones de euros, aproximadamente, corresponderían 

a los diferentes programas y nuevos instrumentos comunitarios de financiación del 

Plan de Recuperación Next Generation EU, que establece que la digitalización tiene 

que ser uno de los ejes principales para movilizar estos recursos. 

A ello se sumaría la inversión prevista por el sector privado, de unos 50.000 millones 

de euros, en un escenario moderado de despliegue de las medidas. 

España Digital 2025 centrará sus objetivos en el impulso a la transformación digital 

del país como una de las palancas fundamentales para relanzar el crecimiento 

económico, la reducción de la desigualdad, el aumento de la productividad y el 

aprovechamiento de todas las oportunidades que brindan las nuevas tecnologías, 

con respeto a los valores constitucionales y europeos, y la protección de los derechos 

individuales y colectivos. 

Ejes estratégicos 

Esta agenda consta de cerca de 50 medidas que se articulan en torno a diez ejes 

estratégicos: 

1. Conectividad digital. Garantizar una conectividad digital adecuada para toda 

la población, promoviendo la desaparición de la brecha digital entre zonas 

rurales y urbanas, con el objetivo de que el 100% de la población tenga 

cobertura de 100 Mbps en 2025 

2. Seguir liderando el despliegue de la tecnología 5G en Europa e incentivar su 

contribución al aumento de la productividad económica, al progreso social y a 

la vertebración territorial. Se fija como objetivo que en 2025 el 100% del 

espectro radioeléctrico esté preparado para el 5G 



3. Reforzar las competencias digitales de los trabajadores y del conjunto de la 

ciudadanía. Se pondrá especial énfasis en las necesidades del mercado laboral 

y en cerrar la brecha digital en la educación. El objetivo es que en 2025 el 80% 

de las personas tengan competencias digitales básicas y que la mitad de ellas 

sean mujeres. 

4. Reforzar la capacidad española en ciberseguridad. Se busca disponer de 

20.000 especialistas en ciberseguridad, Inteligencia Artificial y datos en 2025 

gracias, entre otros aspectos, al polo de actividad empresarial que supone el 

entorno del Instituto Nacional de Ciberseguridad (INCIBE). 

5. Impulsar la digitalización de las Administraciones Públicas, particularmente en 

ámbitos clave como el Empleo, la Justicia, o las Políticas Sociales mediante la 

actualización de las infraestructuras tecnológicas. En 2025, el 50% de los 

servicios públicos estarán disponibles a través de app móvil y se simplificará y 

personalizará la relación de la ciudadanía y las empresas con las 

Administraciones. 

6. Acelerar la digitalización de las empresas, con especial atención a las 

micropymes y a las start-ups. Se fija como meta que al menos el 25% del 

volumen de negocio de las pymes provenga en 2025 del comercio electrónico. 

7. Acelerar la digitalización del modelo productivo mediante proyectos tractores 

de transformación digital en sectores económicos estratégicos como el 

Agroalimentario, Movilidad, Salud, Turismo, Comercio o Energía, entre otros. 

Estos proyectos tienen como meta una reducción del 10% de las emisiones de 

CO2 por efecto de la digitalización de la economía en 2025. 

8. Mejorar el atractivo de España como plataforma audiovisual europea para 

generar negocio y puestos de trabajo, con una meta de incremento del 30% de 

la producción audiovisual en nuestro país para el año 2025. 

9. Transitar hacia una economía del dato, garantizando la seguridad y privacidad 

y aprovechando las oportunidades que ofrece la Inteligencia Artificial con el 

objetivo de que, al menos, el 25% de empresas usen Inteligencia Artificial y Big 

Data dentro de cinco años. 

10. Garantizar los derechos en el nuevo entorno digital, y en particular, los 

derechos laborales, de los consumidores, de los ciudadanos y de las empresas. 

En este ámbito se fija como objetivo la elaboración de una carta de derechos 

digitales. 

Esta agenda impulsará la transformación digital del país mediante la garantía de 

conectividad digital, el despliegue del 5G, el refuerzo de capacidad en ciberseguridad, 

la digitalización de las Administraciones Públicas y de las empresas, en particular las 

pymes, el impulso de España como “hub” de producción audiovisual, el desarrollo de 

la economía del dato y la Inteligencia Artificial y la garantía de los derechos digitales 



de la ciudadanía. También se prevé el desarrollo de proyectos tractores para la 

digitalización del modelo productivo en sectores estratégicos. 

Además, España Digital 2025 quiere contribuir a cerrar las diferentes brechas digitales 

que se han ensanchado en los últimos años, ya sea por motivos socioeconómicos, de 

género, generacionales, territoriales, o medioambientales, y que se han puesto de 

manifiesto durante la pandemia. Una misión que se encuentra alineada a los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y la Agenda 2030 de Naciones Unidas. 

Consejo consultivo y seguimiento 

El Gobierno creará el Consejo Consultivo para la Transformación Digital, que tendrá 

carácter público-privado y facilitará el diálogo y participación de los distintos agentes 

económicos y sociales para la transformación digital del país. 

El Observatorio Nacional de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información 

(ONTSI) contribuirá proporcionando información pública en materia de 

transformación digital y apoyando la elaboración de informes para la evaluación y 

actualización de las actuaciones desarrolladas en el marco de esta agenda. 

Adicionalmente, se creará un sitio web dedicado a España Digital 2025, con 

información actualizada sobre medidas e indicadores, y se elaborará un Informe 

Anual de seguimiento, que será presentado al Consejo Consultivo para la 

Transformación Digital. 

La nueva Agenda Digital denominada España Digital 2025, fue presentada por el 

presidente del Gobierno, Pedro Sánchez, el jueves 23 de julio de 2020, en un acto que 

tuvo lugar en el Palacio de la Moncloa. 

El Plan para la Conectividad y las Infraestructuras Digitales de la sociedad, la 

economía y los territorios, así como la Estrategia de Impulso de la tecnología 5G son 

dos prioridades de la Agenda España Digital 2025. El objetivo es avanzar hacia la 

transformación digital de la economía y la sociedad y, al mismo tiempo, contribuir a 

cerrar las diferentes brechas digitales existentes, ya sea por motivos 

socioeconómicos, de género, generacionales o territoriales. 

Plan para la Conectividad y las Infraestructuras Digitales 

El Plan para la Conectividad y las Infraestructuras Digitales de la sociedad, la 

economía y los territorios desarrolla el primero de los ejes contenidos en la agenda 

España Digital 2025. El objetivo es el uso de la conectividad y la digitalización como 

herramientas que contribuyan a cerrar las diferentes brechas digitales existentes por 

motivos socioeconómicos, de género, generacionales, territoriales o 

medioambientales. 

Sobre la base de las infraestructuras disponibles, se plantean un conjunto de 

reformas e inversiones orientadas a completar el acceso a la digitalización en todo el 

territorio nacional, tanto en relación con las infraestructuras digitales y de 

conectividad, como en lo que respecta a la innovación tecnológica en sectores 

https://portal.mineco.gob.es/es-es/comunicacion/Paginas/200723_np_digital.aspx
https://portal.mineco.gob.es/es-es/comunicacion/Paginas/200723_np_digital.aspx


tractores, reforzando el papel de España como uno de los polos tractores de 

digitalización en el conjunto de la UE. 

Estrategia de Impulso de la tecnología 5G 

La Estrategia de impulso de la tecnología 5G es una de las prioridades de la agenda 

España Digital 2025. La tecnología 5G es, junto con otras tecnologías disruptivas como 

el internet de las cosas, la inteligencia artificial, el análisis avanzado de datos o la 

robótica, la piedra angular de la digitalización caracterizada por un cambio 

tecnológico cada vez más dinámico y constante. Para hacer viable y eficiente la 

convivencia de un enorme número de nuevas tecnologías y múltiples dispositivos 

electrónicos, surge como elemento clave la hiperconectividad que aporta el 5G. 

La tecnología 5G impactará de forma positiva en aspectos como la mejora de la 

competitividad y la eficiencia en el uso de los recursos productivos, o en términos de 

una mayor calidad o prestaciones de los productos o servicios que se generan en 

distintos sectores económicos. 

  



 

DigitalES, Asociación Española para la Digitalización. Estas son 

las 12 metas que la Unión Europea debe cumplir para ser 

competitiva en 2030 
 

Blog 

La Comisión Europea publicó el pasado mes de marzo su hoja de ruta “Brújula digital 

2030: el camino europeo para la década digital“. A pesar de la trascendencia 

del documento, poco se ha hablado de lo que significa y lo que puede suponer para 

la economía y la sociedad de la UE. Raquel Jorge Ricart, Carlota Reyners y Carlos 

Romero, en representación de la Comisión y del Consejo Europeo, presentaron hoy, 

en un foro organizado por DigitalES, las líneas maestras de este plan diseñado para 

posicionar a Europa en la vanguardia de la tecnología y la transformación digital. 

La Brújula Digital recoge las aspiraciones de la Década Digital Europea con objetivos 

medibles y concretos, y los agrupa en torno a cuatro puntos cardinales: capacitación 

de la ciudadanía, infraestructuras, transformación digital de las empresas y 

digitalización de los servicios públicos. 

 

Y estas aspiraciones tienen unas metas concretas, aquellas que los expertos 

consideran necesarias para que en 2030 Europa haya alcanzado una autonomía 

digital que le permita ser más influyente en los foros internacionales. 12 objetivos, 

explicó Raquel Jorge Ricart, que los europeos deberíamos tener muy presentes para 

impulsar la competitividad de la UE en la Era Digital. 

1. Capacidades digitales básicas: dotar con ellas al 80% de la población 

2. Especialistas en TIC: superar los 20 millones en la UE, con especial atención a la 

convergencia de género 

3. Conectividad: extender el 5G por todo el continente europeo 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/es/TXT/?uri=CELEX%3A52021DC0118
https://www.digitales.es/agenda/brujula-digital-de-europa-2030/
https://twitter.com/RaquelJorgeR


4.  Semiconductores de vanguardia: duplicar la proporción de la UE en la 

producción mundial 

5. Datos, borde y nube: 10 000 nodos frontera de alta seguridad y neutros desde el 

punto de vista climático 

6. Informática: primer ordenador con aceleración cuántica 

7. Asimilación de la tecnología: lograr que al menos el 75% de las empresas utilicen 

la nube, la Inteligencia Artificial y el Big Data. A día de hoy, solo un 8% de las 

empresas españolas utilizan Inteligencia Artificial, según un estudio recientemente 

publicado. 

8. Innovación y Unicornios: aumento de las empresas emergentes en expansión y la 

financiación para duplicar los unicornios en la UE. Se conoce como unicornio a una 

compañía que ha sido capaz de alcanzar un valor de mil millones de dólares en su 

levantamiento de capital. En Europa, el número de estas compañías está creciendo, 

aunque sigue a la estela de China y EE.UU. 

9. Usuarios tardíos: más del 90 % de las pymes deberían alcanzar en 2030 al menos 

un nivel básico de intensidad digital. 

10. Servicios públicos clave: el objetivo es llegar 100 % en línea al final de esta década 

11. Salud electrónica: disponibilidad del 100 % de los historiales médicos 

12. Identidad digital: utilización de la identificación digital por el 80 % de los 

ciudadanos 

Se trata de objetivos ambiciosos, pero realistas y alcanzables. Raquel Jorge-Ricart 

analizó durante su intervención las brechas entre el presente y el futuro, señalando 

que la UE está, en el mejor de los casos, a mitad de camino en la consecución de los 

objetivos. 

La extensión del 5G, el uso de IA, cloud y Big Data o el número de unicornios son 

algunos de los puntos con mayor margen de mejora, mientras que en el área de 

servicios públicos clave es donde la UE aparece mejor posicionada. 

Con todo, la Brújula Digital ha sido muy bien recibida por todas las Intituciones 

Europeas. No en vano, la UE dedicará a la Transformación Digital un 20% de los Fondos 

Europeos, porcentaje que será más elevado en algunos países como España. Carlos 

Romero, consejero de Transformación Digital, aseguró que “no hay voces 

discordantes” sobre la Brújula Digital en la UE y que la recepción en el Consejo “ha 

sido muy positiva”. 

Por su parte, Carlota Reyners, Head of Unit of the Electronic Communications Policy 

en la Comisión Europea, destacó la eficiencia de los proyectos multipaís y realizó 

una invitación a todos los actores relevantes del ámbito nacional a debatir sobre la 

Brújula Digital. “Esto necesita del esfuerzo de todos”, señaló.  

https://cincodias.elpais.com/cincodias/2021/05/23/pyme/1621795053_242941.html
https://cincodias.elpais.com/cincodias/2021/05/23/pyme/1621795053_242941.html
https://www.lavanguardia.com/economia/20210112/6177759/unicornios-empresas-europa-tecnologia-glovo-cabify.html
https://twitter.com/CarlotaReyners


 

Parlamento Europeo. Transformación digital: importancia, 

beneficios y políticas europeas 
 

Publicado en abril de 2021 

 

Conozca cómo la UE apoya la transformación digital en Europa y las ventajas que 

ésta ofrece a los ciudadanos, empresas y al medio ambiente. 

La transformación digital es una de las prioridades de la Unión Europea. El 

Parlamento Europeo trabaja para darle forma a las políticas que reforzarán la 

respuesta de Europa a las nuevas tecnologías y ayudarán a crear nuevas 

oportunidades para las empresas y los negocios. Otros de sus objetivos es apoyar la 

educación digital, ofrecer formación a los trabajadores y digitalizar los servicios 

públicos, a la vez que se respetan los derechos y valores fundamentales. Además, 

contribuirán a la transición ecológica europea y la neutralidad climática en 2050. 

La Eurocámara votará un informe sobre la configuración del futuro digital de 

Europa en el que pide a la Comisión que dé respuesta a los desafíos que presentan la 

transición digital. Además, subraya que hay que aprovechar las oportunidades que 

presenta el mercado único digital y mejorar el uso de la inteligencia artificial. 

¿Qué es la transformación digital? 

La transformación digital es la integración de las tecnologías digitales en las empresas 

y su impacto en la sociedad. 

Las plataformas digitales, el Internet de las Cosas, las nubes informáticas y la 

inteligencia artificial forman parte de las tecnologías que afectan a sectores que van 

desde el transporte a la energía, sistema agroalimentario, telecomunicaciones, 

servicios financieros, producción industrial, sanidad, así como a la vida cotidiana de 

los ciudadanos, 

Financiar las prioridades digitales de la UE 

La apuesta por lo digital es esencial en las políticas de la UE, ya que presenta 

importantes oportunidades y es fundamental para garantizar la recuperación y 

convertir a la UE en un líder mundial en este ámbito. La crisis de Covid acentuó la 

necesidad de contar con un plan de digitalización que mire hacia el futuro y beneficie 

a la sociedad y a la competitividad a largo plazo. El plan de recuperación 

económica incluye que los Estados miembros destinen a la transformación digital al 

menos un 20% de los 672.500 millones de euros canalizados en el Mecanismo de 

Recuperación y Resiliencia. Además, los programas de inversión Horizonte Europa, 

centrado en la investigación y la innovación, y el Mecanismo «Conectar Europa», 

dedicado a infraestructuras, destinan partidas significativas a los avances digitales. 

https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/europe-fit-digital-age/shaping-europe-digital-future_es
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20200618STO81513/pacto-verde-europeo-clave-para-una-ue-climaticamente-neutral-y-sostenible
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20190926STO62270/que-es-la-neutralidad-de-carbono-y-como-alcanzarla-para-2050
https://oeil.secure.europarl.europa.eu/oeil/popups/ficheprocedure.do?lang=en&reference=2020/2216%28INI%29
https://oeil.secure.europarl.europa.eu/oeil/popups/ficheprocedure.do?lang=en&reference=2020/2216%28INI%29
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/respuesta-de-la-ue-ante-el-coronavirus/20200513STO79012/covid-19-el-plan-de-la-ue-para-la-recuperacion-economica
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/respuesta-de-la-ue-ante-el-coronavirus/20200513STO79012/covid-19-el-plan-de-la-ue-para-la-recuperacion-economica
https://oeil.secure.europarl.europa.eu/oeil/popups/ficheprocedure.do?reference=2018/0228%28COD%29&l=en
https://oeil.secure.europarl.europa.eu/oeil/popups/ficheprocedure.do?reference=2018/0228%28COD%29&l=en


Programa Europa Digital 

El Parlamento votará en el pleno de abril el programa Europa Digital, que es el primer 

instrumento financiero dirigido exclusivamente a acercar la tecnología a las empresas 

y ciudadanos. Su objetivo es invertir en infraestructuras digitales para que las 

tecnologías estratégicas ayuden a potenciar la competitividad europea y la transición 

ecológica, además de garantizar la soberanía tecnológica. 

El programa repartirá 7.500 millones de euros entre cinco áreas: 2.200 millones irán 

para informática de alto rendimiento; 1.600 millones para ciberseguridad; 577 

millones para capacidades digitales avanzadas y 1000 millones para garantizar el 

despliegue y mejor uso de las tecnologías digitales en la economía y sociedad. 

Seguridad en línea y economía de las plataformas 

Las plataformas en línea presentan grandes oportunidades de mercado y son 

importantes canales de comunicación, pero también implican riesgos: la UE trabaja 

en la nueva legislación sobre servicios digitales, que busca promover la 

competitividad, innovación y el crecimiento a la vez que refuerza la seguridad en 

línea. Pretende hacer frente al contenido ilegal y asegurar la protección de la libertad 

de expresión, de prensa y de la democracia. 

Lea más sobre cómo y por qué quiere la UE regular la economía de plataformas. 

Además, el Parlamento vota en abril las nuevas reglas para prevenir la diseminación 

del terrorismo en línea y  trabajan en normas para la creación de un nuevo centro 

europeo de ciberseguridad. 

Inteligencia artificial y estrategia de datos 

La IA podría beneficiar a las personas con una mejor atención médica, vehículos más 

seguros y servicios personalizados. Además, puede mejorar los procesos de 

producción y aportar una ventaja competitiva a las empresas europeas, incluso en 

sectores en los que lya tienen posiciones sólidas: economía verde y circular, 

maquinaria, agricultura, turismo... 

Para sacarle el máximo partido a la inteligencia artificial, los eurodiputados demandan 

una legislación centrada en el ser humano, destinada a establecer un marco de 

inteligencia artificial que ofrezca más confianza, fije estándares éticos, respalde 

empleos y ayude a construir una “inteligencia artificial hecha en Europa” que sirva 

como ejemplo a nivel mundial. La Comisión presentó su propuesta de reglamento 

sobre IA el 21 de abril de 2021. 

Obtenga más información sobre cómo los eurodiputados quieren regular la 

inteligencia artificial. 

El éxito del desarrollo de la inteligencia artificial en Europa depende en gran medida 

de una estrategia europea de datos que funcione. El Parlamento conoce el potencial 

de los datos industriales y públicos para las empresas e investigadores de la UE y 

https://oeil.secure.europarl.europa.eu/oeil/popups/ficheprocedure.do?reference=2018/0227%28COD%29&l=en
https://digital-strategy.ec.europa.eu/en/policies/digital-services-act-package
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/economy/20201022STO89919/como-hacer-frente-al-contenido-en-linea-ilegal-o-nocivo-las-propuestas-del-pe
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/society/20210204STO97129/redes-sociales-y-democracia-necesitamos-leyes-y-no-reglas-de-las-plataformas
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/mercado-digital/20201008STO88810/por-que-la-ue-quiere-regular-la-economia-de-plataformas
https://oeil.secure.europarl.europa.eu/oeil/popups/ficheprocedure.do?reference=2018/0328%28COD%29&l=en
https://oeil.secure.europarl.europa.eu/oeil/popups/ficheprocedure.do?reference=2018/0328%28COD%29&l=en
https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/europe-fit-digital-age/excellence-trust-artificial-intelligence_es
https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/europe-fit-digital-age/excellence-trust-artificial-intelligence_es
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/inteligencia-artificial-en-la-ue/20201015STO89417/regulacion-de-la-inteligencia-artificial-en-la-ue-la-propuesta-del-parlamento
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/inteligencia-artificial-en-la-ue/20201015STO89417/regulacion-de-la-inteligencia-artificial-en-la-ue-la-propuesta-del-parlamento


demanda espacios de datos europeos, una infraestructura de macrodatos y una 

legislación que contribuya a la fiabilidad. 

Más sobre cómo quiere el Parlamento que sea la estrategia europea de datos. 

Competencias digitales y educación 

La pandemia ha demostrado la importancia de las habilidades digitales para el trabajo 

y las interacciones. Sin embargo, también ha evidenciado la brecha digital y la 

necesidad de aumentar la educación digital. El Parlamento quiere que la Agenda de 

Capacidades Europea garantice que los ciudadanos y las empresas puedan 

aprovechar al máximo los avances tecnológicos. 

  

https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/inteligencia-artificial-en-la-ue/20210218STO98124/estrategia-europea-de-datos-que-quieren-los-eurodiputados
https://www.europarl.europa.eu/news/es/press-room/20210204IPR97127/put-digital-skills-at-the-heart-of-education-and-training-policies
https://www.europarl.europa.eu/news/es/press-room/20210204IPR97127/put-digital-skills-at-the-heart-of-education-and-training-policies
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Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Transición ecológica 
 

Impulso a la transición verde 

Para que el progreso de la sociedad sea justo, pero también seguro y duradero, es 

preciso incorporar en el diseño de las políticas públicas y en la regulación de la 

actividad económica los límites ambientales de nuestro planeta y detener los 

procesos de deterioro ecológico. La transformación del modelo productivo y la 

incorporación de un nuevo paradigma de sostenibilidad ambiental en las 

infraestructuras es, además de inevitable, una gran fuente de generación de empleo, 

innovación, ahorros en contabilidad nacional y en la balanza comercial. 

El Plan Nacional Integrado de Energía y Clima (PNIEC) remitido a la Comisión Europea 

en marzo de 2020 proporciona el marco director de este programa de inversiones y 

reformas, para una transición medioambiental justa, que desarrolle las capacidades 

estratégicas de la economía “verde”. En el contexto actual, es imprescindible la 

aceleración de las actuaciones recogidas en dicho Plan, reforzando la inversión 

pública y privada para reorientar el modelo productivo, impulsando la 

descarbonización, la eficiencia energética, el despliegue e integración de las energías 

renovables, la electrificación de la economía, el desarrollo del almacenamiento de 

energía, la economía circular, las soluciones basadas en la naturaleza y la mejora de 

la resiliencia de todos los sectores económicos.  

Así, el Plan de Recuperación tiene como objetivo acelerar la transición ecológica 

como elemento clave en la fase de reconstrucción a corto plazo y servir de palanca 

para la modernización de la economía, generando por tanto una mayor resiliencia en 

la economía a medio y largo plazo. La ejecución del PNIEC tendrá un efecto 

importante en el crecimiento económico, estimado en un 1,8% del PIB en 2030, y en 

una mayor creación de empleo de calidad, estimada en unos 250.000 a 350.000 

empleos adicionales entre 2021 y 2030.  

Las inversiones y reformas de este Plan de Recuperación permitirán acelerar este 

proceso de transición, adelantando a 2023 las referencias de aquellos esfuerzos con 

mayor efecto palanca previstos en su momento para el año 2025. La descripción de 

los Componentes correspondientes detalla, cuando corresponde, la alineación de la 

contribución a cada uno de los objetivos y medidas del PNIEC.  

Para lograrlo, se prevé dedicar un volumen significativo de recursos públicos al 

impulso a la transición verde, con una contribución del 40,29%, superando así el 

objetivo establecido en el Reglamento del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.  

Además, el pleno alineamiento con el PNIEC se traslada también en el plano de las 

reformas previstas, proporcionando un marco normativo y estratégico claro y 



previsible para la transición verde, reforzando la inversión pública y movilizando la 

privada para reorientar el modelo productivo, y emitiendo las señales adecuadas para 

impulsar la descarbonización, la eficiencia energética, el despliegue de las energías 

renovables –incluyendo la Hoja de ruta del hidrógeno renovable-, la electrificación de 

la economía, el desarrollo del almacenamiento de energía, las soluciones basadas en 

la naturaleza y la mejora de la resiliencia de todos los sectores económicos. Actuar 

decididamente en este ámbito permitirá activar de manera inmediata la economía y 

el empleo y, al mismo tiempo, anticiparse a las nuevas demandas y generar una 

cadena de valor de futuro, verde y competitiva.  

En materia de acción climática el Plan de Recuperación está alineado por completo 

con el Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático (PNACC) 2021-2030, que 

constituye el instrumento de planificación básico para promover la acción coordinada 

frente a los efectos del cambio climático en España. Tiene como principal objetivo 

evitar o reducir los daños presentes y futuros derivados del cambio climático y 

construir una economía y una sociedad más resilientes. Incorpora los nuevos 

compromisos internacionales y contempla el conocimiento más reciente sobre los 

riesgos derivados del cambio climático, aprovechando la experiencia obtenida en el 

desarrollo del primer PNACC.  

Otro elemento destacado de la contribución del Plan a la transición verde es la 

implementación de la Estrategia Española de Economía Circular y de la normativa de 

residuos. Esta Estrategia marca una serie de objetivos para el año 2030 que incluyen 

la reducción en un 30% del consumo nacional de materiales en relación con el PIB, la 

reducción de la generación de residuos un 15% respecto de 2010, la reducción de la 

generación de residuos de alimentos en toda cadena alimentaria, el incremento de la 

reutilización y preparación para la reutilización hasta llegar al 10% de los residuos 

municipales generados o la reducción de la emisión de gases de efecto invernadero 

del sector residuos por debajo de los 10 millones de toneladas de CO2eq. Para ello se 

identifican seis sectores prioritarios de actuación (construcción, industria, bienes de 

consumo, agroalimentario, turismo y textil). En materia de gestión de residuos, el 

Plan de Recuperación recoge la reforma de la actual legislación, con la que persigue 

el alineamiento con las políticas comunitarias, la consecución de los ambiciosos 

objetivos de preparación para la reutilización y reciclado de residuos, y de reducción 

del vertido que contemplan las Directivas europeas.  

El impulso a la transición verde también pasa por la aceleración, adaptación, 

resiliencia y restauración ecológica, lo cual implica un importante esfuerzo inversor 

del Plan. Prevé así actuaciones en materia de biodiversidad terrestre (restauración de 

zonas degradadas, inversión en parques nacionales y restauración de al menos 10.000 

hectáreas de humedales), biodiversidad marina (estrategias de conservación y 

recuperación in situ), conservación y restauración del espacio fluvial (rehabilitación 

de unos 3.000 kilómetros de ríos dentro de los 25.000 contemplados en el plan 

europeo), y la protección del litoral (actuaciones de preservación y recuperación de 



playas, sistemas dunares, humedales costeros y otras fórmulas de intervención en al 

menos 200 kilómetros de litoral).  

Todas estas inversiones y reformas se verán además completadas con la introducción 

de distintas medidas de fiscalidad medioambiental, un pilar fundamental de la 

adaptación del sistema impositivo a la realidad del XXI. Con ellas se busca promover 

la internalización de las  externalidades ambientales generadas por determinados 

bienes, servicios y actividades, proporcionar incentivos para que los 

comportamientos tanto de consumidores como de productores evolucionen hacia 

pautas más eficientes (potenciando la innovación y los cambios estructurales), 

facilitar el cumplimiento de disposiciones normativas y objetivos asumidos a nivel 

europeo o internacional, y obtener una fuente de ingresos públicos que a su vez 

puede revertir en medidas ambientales o en otras políticas redistributivas y de mejora 

de los servicios públicos.  

Por último, el Plan de Recuperación cumple plenamente con las exigencias del 

principio de “no causar un perjuicio significativo” (‘Do no significant harm principle’), 

y contribuye de forma directa al cumplimiento de aquellas iniciativas bandera o 

flagships identificadas en la Estrategia anual de crecimiento sostenible 2021. En 

esencia, este principio establece, en conformidad con el artículo 9 del Reglamento de 

Taxonomía, que una actividad económica será considerada como sostenible si, entre 

otras condiciones, realiza una contribución sustancial a cualquiera de los seis 

objetivos ambientales contemplados en el Reglamento sin causar al mismo tiempo 

un perjuicio significativo a los restantes objetivos. En cuanto al cumplimiento de los 

flagships o iniciativas bandera, los componentes del Plan contribuyen a aquellas más 

directamente vinculadas a la transición verde: Power Up, con el despliegue de 

renovables y su integración en edificios, sectores productivos y en el territorio 

renovable, así como la producción de hidrógeno; Renovate, con la rehabilitación de 

edificios y regeneración urbana y rural con un énfasis en la mejora energética; y 

Recharge and refuel, con el despliegue de infraestructura de recarga de vehículo 

eléctrico y repostaje de hidrógeno renovable. 

  



 

Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Componente 7. Despliegue e 

integración de energías renovables 
 

Retos y objetivos 

El Plan Nacional Integrado de Energía y Clima (PNIEC) (2021-2030) prevé un 

crecimiento significativo de la penetración de las energías renovables en España, 

llegando en 2030 al 74% en el ámbito eléctrico y al 42% sobre el uso final. En este 

contexto, el principal objetivo perseguido es incrementar el uso de energía 

renovable sobre el consumo de energía final y aprovechar la oportunidad social y 

económica de este despliegue, a través de: 

a) el desarrollo de un marco normativo claro y previsible que promueva la inversión 

privada en renovables, refuerce la participación social en este ámbito y maximice la 

adecuada integración ambiental y social de las renovables, 

b) el asentamiento y la consolidación de la cadena de valor industrial en el ámbito de 

las renovables, 

c) el apoyo al desarrollo y la innovación en tecnologías de generación renovable o en 

la integración de dicha generación en los usos finales, 

d) el desarrollo de capacidades y conocimientos que contribuyan al aprovechamiento 

de las oportunidades laborales del desarrollo de renovables. 

España está en disposición de abordar la necesaria descarbonización del sistema 

energético y aprovechar la gran oportunidad de crecimiento económico y de empleo 

sostenible, con beneficios sociales y económicos locales y para consumidores 

vulnerables que supone el impulso de las energías renovables, gracias tanto al 

recurso disponible, como a la cadena de valor del país y las capacidades industriales 

y de conocimiento. 

Además, se incluye una visión de la especificidad insular en la transición energética y 

el fomento de las energías renovables en las islas, la mejora del funcionamiento de 

sus sistemas energéticos a través del almacenamiento y la implementación de 

proyectos de “Smart Islands”, así como la participación ciudadana a través de las 

comunidades de energías renovables. 

Inversión total estimada 

3.165 millones de euros 

Reformas 

C7.R1 



Marco normativo para el fomento de la generación renovable que genere 

certidumbre y permita aumentar la presencia de las energías renovables en el 

consumo energético nacional fomentando la inversión privada, eliminando barreras 

al despliegue de renovables y mejorando la integración de la generación renovable 

en el entorno. 

C7.R2 

Estrategia Nacional de Autoconsumo, para impulsar esta modalidad de generación, 

establecer los objetivos en esta materia para el periodo 2021-2030 e identificar y 

desarrollar medidas de mitigación de las principales barreras a su despliegue. 

C7.R3 

Desarrollo de las comunidades energéticas para el impulso de la participación de la 

ciudadanía en la transición energética y, en concreto, de las comunidades de energías 

renovables y de las comunidades ciudadanas de energía. Se apoyarán tanto los 

procesos participativos, formativos y de constitución de las comunidades, como el 

impulso de proyectos específicos. 

C7.R4 

Marco para la innovación y desarrollo tecnológico de las energías renovables, dado 

que existen casos de fuentes de renovables donde es necesario un marco estratégico 

y facilitador que permita su continuado desarrollo tecnológico, emita señales claras 

para un despliegue ordenado y coherente, medidas que permitan el máximo 

aprovechamiento de las oportunidades industriales, sociales, ambientales y 

económicas, y en definitiva contribuya a avanzar hacia el 100% de renovables en la 

demanda energética. Incluye, entre otros, el impulso de la energía eólica marina, el 

biogás y el impulso de bancos de pruebas de I+D. 

Inversiones 

C7.I1 

Desarrollo de energías renovables innovadoras, integradas en la edificación y en los 

procesos productivos. Uso de distintas líneas de ayudas a la inversión en actuaciones 

como despliegue de renovables integradas en edificios, empresas e industria; 

proyectos de integración de renovables en el entorno; integración de renovables en 

procesos industriales o desarrollo de renovables innovadoras; así como la inversión 

pública directa en proyectos piloto o iniciativas innovadoras. 

C7.I2 

Energía sostenible en las islas a través del impulso de una Agenda para la Transición 

Energética en las Islas, el apoyo a proyectos de penetración e integración de las 

energías renovables en los sistemas insulares y no peninsulares. 

  



Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Componente 10. Estrategia de 

Transición Justa 
 

Retos y objetivos 

El Plan Nacional Integrado de Energía y Clima (PNIEC) establece que, de aquí a 2030, 

las emisiones de gases de efecto invernadero deben reducirse un 23% respecto a los 

niveles de 1990. El carbón es la fuente de energía más contaminante – emite casi una 

tonelada de CO2 por cada MWh generado - por lo que el cierre de centrales térmicas 

de carbón es fundamental para conseguir dicho objetivo. 

La transformación de la minería del carbón en las últimas décadas ha tenido impactos 

muy importantes en el empleo en las comarcas afectadas. El efecto del cierre de la 

minería se ha agravado por el cierre de las centrales térmicas, que cuentan con 3.300 

personas empleadas en la explotación y el mantenimiento de esas centrales, y otros 

10.000 empleos indirectos se verían afectados por su cierre en determinadas zonas 

donde estas actividades tienen un peso relativo importante sobre la economía local. 

El objetivo de este componente es así minimizar el impacto económico y social de la 

transición a una economía verde y baja en carbono, que implicará el cese de 

actividades como la minería del carbón, las centrales térmicas de carbón y las 

centrales nucleares conforme se vaya acordando su cierre. 

Inversión total estimada 

300 millones de euros 

Reformas 

C10.R1 

Puesta en marcha de convenios de transición justa en zonas de transición 

energética, para la reducción progresiva de esta potencia instalada (mínimo de 9.683 

MW a 5.000 MW en 2023) y su sustitución por energías limpias y que ésta se realice 

minimizando los impactos sociales y económicos a través de Pactos/Convenios para 

la Transición Justa, para el aprovechamiento de los recursos endógenos del territorio. 

Inversiones 

C10.I1 

Inversiones en Transición Justa, que consiste en un conjunto de actuaciones dirigidas 

reducir el impacto de la crisis de la pandemia Covid, la vulnerabilidad ante las 

contingencias y contribuir a la cohesión social y territorial de unas zonas muy 

concretas marcadas por la transición energética. La inversión incluida en el 

Componente 10 del Plan de Reconstrucción, Transformación y Resiliencia busca un 

efecto inmediato para: 



— crear empleo y actividad a corto plazo, 

— impulsar “palancas” de cambio con actuaciones que no se habían realizado hasta 

ahora y que permitirán preparar las del Fondo de Transición Justa escalando las de 

mayor impacto, 

— dinamizar y fomentar el desarrollo económico de estas zonas en su necesario 

proceso de cambio en un momento de especial dificultad motivado por la pandemia 

  



Presidencia del Gobierno. España puede. Plan de recuperación, 

transformación y resiliencia. Componente 9. Hoja de ruta del 

hidrógeno renovable y su integración sectorial 
 

Retos y objetivos 

Dentro del objetivo global de cero emisiones para 2050 este componente pretende 

posicionar a España como referente tecnológico en producción y aprovechamiento 

del hidrógeno renovable, creando cadenas de valor innovadoras. 

Este vector energético tiene un elevado potencial en aquellos usos finales en que sea 

la solución más eficiente, como la industria intensiva en hidrógeno y procesos de alta 

temperatura, transporte pesado de larga distancia, transporte marítimo, transporte 

ferroviario o aviación. Además, la cualidad de vector energético le otorga un gran 

potencial como instrumento para el almacenamiento energético y la integración 

sectorial. 

Actualmente, la falta de proyectos a escala suficiente en España y su diferencial de 

coste con respecto a otros combustibles impide el desarrollo técnico y normativo 

necesario para aprovechar este potencial. Sin embargo, será una herramienta 

necesaria para desplazar a otros combustibles y descarbonizar sectores en los que es 

inviable la electrificación o sustitución por usos renovables directos, como prevé la 

Estrategia a Largo Plazo 2050. 

El objetivo es crear un entorno favorable al desarrollo y despliegue del hidrógeno 

renovable como vector energético clave a futuro, en torno a una cadena de valor 

industrial innovadora y de conocimiento basada en pymes, mediante el apoyo a la 

transferencia tecnológica, y al desarrollo de nuevas líneas de negocio. 

España tiene la oportunidad de posicionase como referente tecnológico en la 

producción y aprovechamiento del hidrógeno renovable, liderando un proyecto país 

hacia una economía descarbonizada, a través del impulso de la cadena de valor del 

hidrógeno mediante la creación de clústers tecnológicos y proyectos piloto a escala 

regional, el fomento de la innovación industrial, el apoyo a las zonas de transición 

justa y la disponibilidad de energía renovable a precios competitivos. 

Inversión total estimada 

1.555 millones de euros 

Reformas 

C9.R1 

Hoja de ruta del hidrógeno: una apuesta por el hidrógeno renovable, que incluye un 

análisis de la situación actual y de las barreras que afronta el desarrollo del hidrógeno 



renovable en España, incluyendo medidas en distintos ámbitos (normativos, 

incentivos, etc.) para conseguir desarrollar el hidrógeno renovable. 

Inversiones 

C9.I1 

Hidrógeno renovable: un proyecto país, que se desarrolla a través de 4 líneas: 

a) Medidas de apoyo a las pymes y los centros tecnológicos, 

b) Integración sectorial que concentre espacialmente la producción, transformación 

y consumo a gran escala, 

c) Desarrollo de proyectos pioneros, 

d) Integración de la cadena de valor nacional en la cadena de valor comunitaria. 

 

  



 

Cristina Monge. La ley de cambio climático abre un camino que 

necesitará del mejor conocimiento científico 
 

Artículo de opinión 

Publicado en abril de 2021 

La nueva normativa española verá la luz en un momento de pandemia en el que la 

Unión Europea está haciendo un esfuerzo histórico para “modernizar” la economía, 

entendiendo por tal la suma de la digitalización y la transición ecológica. Además, su 

texto insiste en un cambio que incorpore los criterios de justicia social, con un modelo 

de desarrollo sostenible que genere empleo decente y contribuya a la reducción de 

las desigualdades. 

Para el año 2030 la ley fija una serie de metas como la reducción de emisiones 

de gases de efecto invernadero en al menos un 23 % respecto a 1990 y doblar la 

penetración de energías de origen renovable en el consumo final. / Adobe Stock 

El pasado 7 de abril la Comisión de Cambio Climático del Congreso de los Diputados 

aprobó por una holgada mayoría el informe de la ponencia sobre la Ley de Cambio 

Climático y Transición Justa. El texto pasará ahora al Senado, donde, si no sufre 

ninguna modificación, volverá al Congreso para su aprobación en pleno en apenas 

unas semanas. 

Si fruto de la negociación se incorporaran nuevas enmiendas, podría dilatarse algo 

más en el tiempo, pero en cualquiera de los casos, todo parece indicar que en pocos 

meses la ley de cambio climático española, prometida por vez primera por el 

entonces presidente del gobierno Mariano Rajoy en 2008, se convertirá al fin en una 

realidad. Desde entonces hasta ahora el panorama internacional ha cambiado 

radicalmente.  

La Administración Biden se ha reincorporado al Acuerdo de París y está emitiendo 

claras señales de querer retomar el liderazgo en las negociaciones internacionales que 

tuvo en otros momentos, interrumpido durante la era Trump. 

El programa de recuperación Next Generation UE, que establece que al menos el 37 % 

del presupuesto destinado a cada Estado miembro deberá invertirse en proyectos 

directamente relacionados con la transición ecológica, incorpora también el 

principio do not significately harm, que implica que el 100 % de los fondos deberán 

dedicarse a proyectos que no dañen significativamente el medio ambiente. 

Por otro lado, la administración Biden se ha reincorporado al Acuerdo de París y está 

emitiendo claras señales de querer retomar el liderazgo en las negociaciones 

internacionales que tuvo en otros momentos, interrumpido durante la era Trump. 

Incluso China, tradicionalmente reacia a hacer virar su modelo de desarrollo 

https://www.congreso.es/public_oficiales/L14/CONG/BOCG/A/BOCG-14-A-19-4.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L14/CONG/BOCG/A/BOCG-14-A-19-4.PDF


incorporando criterios ambientales, ha anunciado interesantes compromisos de 

reducción de emisiones. El contexto internacional, por lo tanto, es claramente 

favorable. 

Cero emisiones netas de carbono para 2050 

El objetivo de la Ley de Cambio Climático y Transición Energética es ayudar a España 

a cumplir con sus compromisos internacionales en la lucha contra el cambio climático 

a fin de alcanzar la neutralidad climática antes de 2050, para lo que se propone 

“facilitar la descarbonización de la economía española, de modo que se garantice el 

uso racional y solidario de nuestros recursos, promover la adaptación a los impactos 

del cambio climático y la implantación de un modelo de desarrollo sostenible que 

genere empleo decente y contribuya a la reducción de las desigualdades”. Esta idea 

de transición justa, es decir, de transición ecológica que incorpore los criterios de 

justicia social, puede encontrarse en diferentes ocasiones a lo largo del articulado. 

La idea de transición justa, es decir, de transición ecológica que incorpore los criterios 

de justicia social, puede encontrarse en diferentes ocasiones a lo largo del articulado 

Para el año 2030 la ley fija una serie de metas como la reducción de emisiones 

de gases de efecto invernadero en al menos un 23 % respecto a 1990, doblar la 

penetración de energías de origen renovable en el consumo final, alcanzado un 42 % 

frente al 20 % actual, y alcanzar un sistema eléctrico con, al menos, un 74 % de 

generación a partir de energías renovables, frente al 40 % actual. Siendo estas metas 

importantes, como lo son, quizá tenga más relevancia el compromiso de proceder a 

su revisión al alza con el objetivo de cumplir el Acuerdo de París. La primera 

revisión será en 2023, apenas dos años después de la aprobación de la norma. 

Movilidad, energía y planificación 

Para conseguir estos objetivos la ley incorpora medidas en movilidad –con una clara 

apuesta por la electrificación-, la rehabilitación de edificios en clave de eficiencia 

energética, y la limitación de combustibles fósiles, aunque esta última parte ha sido 

objeto de debate y polémica por la aceptación de gas fósil para todo el transporte. 

Por otro lado, se dedican esfuerzos a las políticas de adaptación, comprometiéndose 

el Gobierno a aprobar cada cinco años un plan nacional de adaptación al cambio 

climático que incluya “la identificación y evaluación de impactos previsibles y riesgos” 

para “varios escenarios posibles”. 

La ley incorpora medidas en movilidad, la rehabilitación de edificios en clave 

de eficiencia energética y la limitación de combustibles fósiles, aunque esta última parte 

ha sido objeto de debate y polémica por la aceptación de gas fósil para todo el 

transporte 

Asimismo, se fija por ley que la ordenación urbana y la planificación 

hidrológica deberán tener en cuenta el cambio climático, en lo que supone un claro 



giro de poner los recursos naturales y las posibilidades de desarrollo de las ciudades 

al servicio de la sostenibilidad y no al revés, como se ha venido haciendo. 

Implicación de todos los sectores 

También se incorpora a este apartado un sector estratégico, el de la alimentación, 

sujeto a riesgos considerables, y a su vez necesitado también de toda una transición 

ecológica. “De otra parte, se diseñarán e incluirán dentro del Plan Nacional de 

Adaptación al Cambio Climático los objetivos estratégicos concretos, indicadores 

asociados y medidas de adaptación encaminados a mitigar los riesgos en seguridad 

alimentaria asociados al cambio climático, incluidos la aparición de riesgos 

emergentes alimentarios.” 

La ley avanza también en algo clave, el papel del sector financiero. Las grandes 

empresas, las entidades financieras y las aseguradoras deberán elaborar informes 

anuales sobre los riesgos que la transición a una economía sostenible genere para su 

actividad, así como medidas para afrontarlos. Por su parte, el Banco de España, 

la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y 

Fondos de Pensiones tendrán que presentar, estos cada dos años, un informe 

conjunto sobre el grado de alineamiento del sector financiero con los compromisos 

del Acuerdo de París y de la UE, así como una evaluación del riesgo para el sistema. 

Las grandes empresas, las entidades financieras y las aseguradoras deberán elaborar 

informes anuales sobre los riesgos que la transición a una economía sostenible genere 

para su actividad 

Finalmente, en el apartado de gobernanza, y al igual que han hecho en otros países, 

la ley estipula la creación de un comité de expertos en cambio climático, que deberá 

evaluar la evolución de los compromisos y hacer recomendaciones. Esta es una 

práctica que han asumido ya países vecinos y el establecimiento de este comité es la 

traslación lógica de la incorporación, como principio rector de la ley, de la necesidad 

de contar con “la mejor y más reciente evidencia científica disponible, incluyendo 

los últimos informes del Panel Intergubernamental de Expertos sobre Cambio 

Climático de las Naciones Unidas (IPCC)”. 

Más ambición frente a plazos más laxos 

La ley incorpora también la convocatoria de una asamblea ciudadana con el objetivo 

de implicar a la sociedad en la transición ecológica, práctica que ya se ha puesto en 

marcha en países como Francia, Escocia o Irlanda, entre otros. 

No han faltado voces críticas que reclamaban más ambición en esta normativa y 

otras que reivindicaban plazos más laxos para acometer la transición. En cualquier 

caso, tal como ocurrió con el debate sobre el Acuerdo de París u otros similares, la ley 

debe considerarse un primer paso, el inicio de un camino cuya ambición y velocidad 

tendrá que ir ajustándose al mejor conocimiento disponible, aspecto éste clave que 

cada vez adquiere mayor centralidad en los debates climáticos y en las políticas 

públicas que le afectan, de las que nada, o casi nada, queda al margen.  



 

Parlamento Europeo. Un billón de euros para financiar la 

transición ecológica en la UE 
 

Actualización en junio de 2021 

Europa pretende movilizar recursos para financiar proyectos climáticos y apoyar a 

las regiones más afectadas por la transición hacia una economía verde. 

La Comisión Europea de Ursula von der Leyen presentó en enero de 2020 el 

denominado “Pacto Verde Europeo”, dirigido a lograr que la UE sea climáticamente 

neutral en 2050. El 14 de enero de 2020, la Comisión completó esa iniciativa con un 

plan de financiación que busca movilizar un billón de euros de fondos públicos y 

privados durante la próxima década. 

Los eurodiputados, ante los que el Ejecutivo comunitario expuso la propuesta 

durante su primera sesión plenaria del año en Estrasburgo, dieron su apoyo al 

proyecto, pero reclamaron un mecanismo de financiación adecuado para garantizar 

una transición ecológica justa. 

Neutralidad de carbono 

Conseguir que la UE sea en 2050 climáticamente neutral, es decir, que no emita más 

dióxido de carbono (CO2) del que puede absorber, retirar o compensar, requiere una 

inversión masiva en tecnologías de energía limpia. Para alcanzar la reducción del 40 

% de las emisiones para 2030 a la que se ha comprometido la UE, se necesitan 260.000 

millones de euros de inversión anual adicional, según las estimaciones de la propia 

Comisión. 

Origen de la financiación 

Cerca de la mitad de la financiación debe proceder del presupuesto de la UE a través 

de varios programas que contribuyen a proyectos climáticos y ambientales, por 

ejemplo, a través de fondos agrícolas, de Horizonte Europa, de LIFE. así como de 

los fondos regionales y de cohesión. Al menos el 30% de la financiación regional y de 

cohesión se destinará a la acción climática. 

Esto, a su vez, atraería 114.000 millones de euros adicionales en cofinanciación por 

parte de los Estados miembros. Se espera que se movilice más inversión pública y 

privada a través de los fondos “InvestEU” y “ETS”, y mediante el nuevo mecanismo 

de transición justa, que está diseñado para apoyar a las regiones y comunidades 

más afectadas por la transición verde, por ejemplo, regiones muy dependientes del 

carbón. 

Mecanismo de transición justa 

https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20200618STO81513/pacto-verde-europeo-clave-para-una-ue-climaticamente-neutral-y-sostenible
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20190926STO62270/que-es-la-neutralidad-de-carbono-y-como-alcanzarla-para-2050
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20180706STO07407/progreso-de-la-ue-hacia-sus-objetivos-de-cambio-climatico-infografia
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20180706STO07407/progreso-de-la-ue-hacia-sus-objetivos-de-cambio-climatico-infografia
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/presupuesto-de-la-ue
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/presupuesto-de-la-ue/20210422STO02652/horizonte-europa-la-inversion-europea-en-la-ciencia-infografia
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/presupuesto-de-la-ue/20210414STO02008/programa-life-mas-apoyo-a-la-accion-climatica
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20210617STO06481/por-que-los-fondos-para-las-regiones-son-importantes
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20170213STO62208/el-regimen-de-comercio-de-derechos-de-emision-de-la-ue-y-su-reforma


El mecanismo se basará en tres pilares: un fondo de transición justa (JTF, por sus 

siglas en inglés), dotado de 7.500 millones de euros de dinero nuevo; fondos 

“InvestEU”, y préstamos del BEI respaldados por el presupuesto de la UE. Se espera 

que todos estos instrumentos movilicen inversiones públicas y privadas: dinero que 

podría usarse para que los trabajadores aprendan nuevas habilidades para los 

puestos que desempeñarán en el futuro, apoyo para que las empresas traigan nuevas 

oportunidades de empleo, inversiones en energía limpia y el aislamiento de casas. 

1) Fondo de transición justa 

Las inversiones del fondo deberían ayudar a aquellas regiones que dependen en 

particular de combustibles fósiles como el carbón, que todavía proporciona 

aproximadamente una cuarta parte de la generación de energía de la UE. El sector 

del carbón en la UE emplea a 238.000 personas en minas de carbón y centrales 

eléctricas, en más de 100 regiones europeas, desde Polonia hasta España. En 2015, 

había 128 minas de carbón en 12 Estados miembros y 207 centrales eléctricas de 

carbón en 21 Estados miembros. 

Mensaje para los mineros de Asturias 

El vicepresidente ejecutivo de la Comisión responsable del Pacto Verde Europeo, 

Frans Timmermans, se dirigió a las regiones que se verán más afectadas por la 

transición ecológica durante su presentación ante el pleno en enero de 2020: "Es un 

mensaje para los mineros de carbón en Asturias, Macedonia occidental o Silesia, para 

los recolectores de turba en Irlanda, para las regiones bálticas que dependen del 

petróleo de esquisto y muchas más”. 

“Sabemos que tienen por delante un camino empinado hacia la neutralidad climática 

y sabemos que la perspectiva de un futuro diferente, más limpio, podría ser una 

perspectiva acogedora en general, pero el camino hacia ella parece desalentador 

hoy”, les dijo, y recalcó que “este mecanismo de transición justa es una promesa de 

que la UE les respaldará en esta transición”. 

En mayo de 2020, la Comisión modificó su propuesta sobre el fondo de transición 

justa, en el contexto del plan de recuperación para Europa, "Next Generation EU", 

para hacer frente al impacto de la pandemia de COVID-19. 

El 18 de mayo de 2021, el Parlamento aprobó el fondo de transición justa, respaldando 

así elacuerdo alcanzado con el Consejo en diciembre de 2020. El paquete adoptado 

se compone de 7.500 millones de euros del presupuesto de la UE para 2021-2017 y 

10.000 millones de euros del Instrumento Europeo de Recuperación. 

Para no dejar nadie atrás en la transición a la economía verde, el fondo dará prioridad 

a las regiones menos desarrolladas, los territorios ultraperiféricos y las islas. 

El acceso de los Estados miembros al FTJ estará condicionado a la adopción de 

compromisos a escala nacional para lograr la neutralidad climática de aquí a 2050. La 

https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/BRIE/2019/642217/EPRS_BRI(2019)642217_EN.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/BRIE/2019/642217/EPRS_BRI(2019)642217_EN.pdf
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/presupuesto-de-la-ue/20200513STO79012/covid-19-el-plan-de-la-ue-para-la-recuperacion-economica
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/respuesta-de-la-ue-ante-el-coronavirus
https://www.europarl.europa.eu/news/es/press-room/20210517IPR04110/17-500-millones-para-no-dejar-a-nadie-atras-en-la-transicion-a-la-economia-verde
https://www.europarl.europa.eu/news/es/press-room/20201207IPR93210/deal-on-financing-a-just-energy-transition-in-eu-regions
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/presupuesto-de-la-ue/20210128STO96608/recuperacion-frente-a-la-covid-como-funcionara-el-principal-instrumento-europeo


inversión en incineración de residuos y combustibles fósiles quedan exentos de 

recibir financiación. 

2) Régimen específico en el marco de "InvestEU" 

 El programa "InvestEU" debe priorizar la financiación climática y movilizará 45.000 

millones de euros en inversiones de proyectos del fondo de transición entre 2021 y 

2027, según la propuesta de la Comisión. 

Creado en el año 2018, "InvestEU" es el programa estrella de inversión para estimular 

la economía de la Unión Europea. 

A finales de mayo de 2020, en el marco del programa de recuperación, "Next 

Generation EU", la Comisión propuso incrementar el presupuesto de 

"InvestEU" destinar 20.000 millones de euros en garantías para infraestructura 

sostenible del total de 75.000 millones de euros garantizados en el presupuesto 

europeo.  

Los eurodiputados aprobaron en marzo de 2021 el nuevo programa InvestEU, que 

movilizará capital público y privado y simplificará el acceso a la financiación. 

Con 26 000 millones de euros reservados como garantía en el presupuesto de la 

Unión, el programa InvestEU aspira a movilizar 400.000 millones de euros en 

inversiones. Apoyará sectores de la salud cruciales y proyectos sostenibles que 

apoyen los objetivos ambientales y sociales de la UE. El 38% del presupuesto total se 

asignará a infraestructuras sostenibles. 

3) Instrumento de préstamo al sector público 

Se podría conseguir más financiación a través del instrumento de préstamo al sector 

público (1 500 millones de euros en subvenciones del presupuesto a largo plazo y 

hasta 10 000 millones de euros en préstamos del BEI) con entre 25 000 y 30 000 

millones de euros adicionales en inversiones de las autoridades públicas para ayudar 

a los territorios más afectados para hacer frente a los costes de descarbonización. 

Los fondos se destinarían a inversiones en energía y transporte, así como en 

calefacción urbana y transporte público. 

Los eurodiputados aprobaron en junio de 2021 el acuerdo alcanzado con el Consejo 

en abril sobre el instrumento de préstamo al sector público, que asegura: 

 incrementar la financiación y el apoyo financiero para la fase preparatoria de 

un proyecto de inversión, 

 provisiones para asegurar la condicionalidad de los fondos al respeto de los 

valores fundamentales de la UE, protección del medioambiente e igualdad de 

género por parte de los beneficiarios, 

 más atención a las regiones menos desarrolladas, 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52020DC0456&from=EN
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52020DC0456&from=EN
https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/es/qanda_20_947
https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/es/qanda_20_947
https://www.europarl.europa.eu/news/es/press-room/20210304IPR99206/aprobado-el-nuevo-programa-para-impulsar-la-inversion-estrategica-e-innovadora
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20200604STO80509/la-ue-define-inversiones-verdes-para-impulsar-una-economia-sostenible
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20200604STO80509/la-ue-define-inversiones-verdes-para-impulsar-una-economia-sostenible
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52020PC0453&from=EN
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52020PC0453&from=EN
https://www.europarl.europa.eu/news/es/press-room/20210621IPR06641/meps-approve-eu-aid-to-help-regions-most-hit-by-transition-to-climate-neutral-eu


 prioridad para los proyectos de beneficiarios que tienen planes de 

descarbonización o que contribuyen directamente a los objetivos climáticos y 

energéticos de la UE. 

En una resolución sobre el Plan de Inversiones para una Europa Sostenible aprobada 

en noviembre de 2020, los eurodiputados se preguntaron si la crisis de Covid-19 

impedirá la movilización de los fondos para inversiones sostenibles. Añadieron que la 

transición verde debe ser inclusiva y respetar los principios económicos, sociales y de 

sostenibilidad del medioambiente. Además, dijeron que debe reducir las diferencias 

entre los Estados miembros a la vez que se impulsa la competitividad y se crean 

trabajos sostenibles de y calidad. 

  



 

Laura Bartolomé. Transición ecológica, el pilar de los fondos 

europeos 
 

Artículo de opinión 

Publicado en junio de 2021 

 

Del total de 70.000 millones que movilizará el PRTR entre 2021-2023, un 40% de las 

inversiones deberá contribuir a la mitigación y adaptación al cambio climático, así 

como a la descarbonización de la economía a 2050 

 

Las partidas destinadas a la transición ecológica serán el buque insignia del Fondo de 

Recuperación Europeo (Next Generation EU) tanto a nivel comunitario como 

español. La vicepresidenta y ministra para la Transición Ecológica y el Reto 

Demográfico, Teresa Ribera, ha presentado hace apenas unos días las líneas maestras 

del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR) en materia de 

transición ecológica, que contará con una inversión de más de 28.000 millones 

destinados al impulso de una economía verde. 

Así, la vicepresidenta subrayó que, del total de 70.000 millones que movilizará el 

PRTR en el periodo 2021-2023, un 40,29% de las inversiones deberán contribuir a los 

objetivos de mitigación y adaptación al cambio climático, así como a la meta de plena 

descarbonización de la economía a 2050. No obstante, lo que le corresponde 

gestionar al Ministerio para la Transición Ecológica de esos fondos europeos es una 

parte muy significativa de ese 40 por ciento pero "no es todo", porque hay políticas 

e inversiones de otros departamentos ministeriales orientados a esa inversión y 

recuperación verde. 

El 100% de las inversiones del Ministerio debe respetar el denominado "filtro verde" 

Asimismo, recordó que el 100% de las inversiones debe respetar el denominado "filtro 

verde", de modo que la totalidad de reformas y actuaciones sujetas al Plan no 

provoquen ningún daño significativo al medio ambiente. 

De esta forma, de los más de 15.000 millones gestionados por el Ministerio para la 

Transición Ecológica y el Reto Demográfico (MITECO) se reparten en actuaciones 

articuladas en las distintas componentes del Plan de Recuperación. De este modo, 

10.756 millones, un 15,36%, irá destinado a transición energética justa e inclusiva; y 

4.583 millones, el 6,59% a infraestructuras y ecosistemas resilientes. 

Medidas 



Entre las líneas con mayor inversión en transición verde destaca la movilidad 

sostenible, la rehabilitación de vivienda en municipios de menos de 5.000 habitantes, 

el despliegue de la generación de renovables o la hoja de ruta del hidrógeno verde. 

Esta tecnología tiene un elevado potencial en aquellos usos finales en que sea la 

solución más eficiente, como la industria intensiva en hidrógeno y procesos de alta 

temperatura, transporte pesado de larga distancia, transporte marítimo, transporte 

ferroviario o aviación. 

Asimismo, la ministra ha apostado también por la conservación y restauración de 

ecosistemas, la rehabilitación energética y gestión forestal, además de proteger y 

revalorizar el capital natural. 

De esta manera, se prevén actuaciones en biodiversidad terrestre (restauración de 

zonas degradadas, inversión en parques nacionales y restauración de al menos 10.000 

hectáreas de humedales), biodiversidad marina, conservación y restauración del 

espacio fluvial (rehabilitación de unos 3.000 km de ríos dentro de los 25.000 

contemplados en el plan europeo). 

Para el Gobierno las "ambiciosas" reformas estructurales e inversiones que se 

contemplan, junto con la mejora del conocimiento y la mayor conciencia ecológica de 

la sociedad, serán "fuerzas motrices" de actividades generadoras de empleo verde y 

azul, contribuyendo a una transición justa hacia un nuevo modelo productivo 

sostenible que mantenga y proteja la diversidad biológica. 

Asimismo se contempla la protección del litoral con actuaciones de preservación y 

recuperación de playas, sistemas dunares, humedales costeros y otras fórmulas de 

intervención en al menos 200 kilómetros de litoral. Respecto a la gestión del agua, 

Ribera ha manifestado la necesidad de afrontar un ciclo hidráulico que se presenta 

distinto, con sequías e inundaciones, y eso forma parte de las prioridades, sin olvidar 

la gobernanza del agua. 

El Plan de Recuperación destina una línea a reactivar zonas en declive demográfico 

Por otro lado, el Plan de Recuperación también destina una línea de inversión a la 

reactivación de las zonas en declive demográfico. En total, más de 10.000 millones 

dirigidos a vertebrar el territorio a través de una batería de actuaciones transversales 

orientadas a luchar contra la despoblación y marcar una agenda de igualdad y 

cohesión territorial a través del Plan de 130 Medidas frente al Reto Demográfico. De 

esta forma, la meta es mejorar la vertebración territorial de España, eliminar la brecha 

urbano-rural y poner en marcha acciones concretas para reactivar las zonas más 

afectadas por las urgencias del reto demográfico. 



 

Primeras actuaciones 

Respecto al calendario de reformas Teresa Ribera ha señalado que prevé la 

aprobación de la ley de cambio climático este mes de mayo y el resto de ellas entre 

2021 y 2023: "la mayoría en lo que queda de 2021 o en el primer semestre de 2022". 

De esta manera, el MITECO ya ha puesto en marcha las primeras actuaciones con 

arreglo al Plan de Recuperación. Las conferencias sectoriales han delimitado el 

reparto territorial de los primeros fondos para la activación de medidas concretas en 

el ámbito autonómico y local. 

Los más de 200 millones destinados al impulso del autoconsumo eléctrico en edificios 

industriales, los 400 millones ampliables a 800 del Plan MOVES III o las actuaciones 

en materia de regeneración de edificios y transición energética en municipios de 

menos de 5.000 habitantes componen las primeras líneas de acción del Plan en 

materia de energía. 

Al mismo tiempo, y en materia de medio ambiente, el Plan de Saneamiento y 

Depuración para pequeños municipios dotado de 100 millones, el Plan de Apoyo a la 

Implementación de la Normativa de Residuos dotado de 421 millones y la inversión 

de 60 millones para la corrección de tendidos eléctricos son los primeros proyectos 

que se ejecutarán dentro del Plan de Recuperación. 



Con todo ello, España tiene por delante el desafío histórico de ejecutar las reformas 

adecuadas con los fondos europeos para construir un mañana más sostenible, digital 

y cohesionado. 

250.000 empleos netos en los próximos años 

La ministra para la Transición Ecológica y Reto Demográfico, Teresa Ribera, espera 

que los Fondos de Recuperación, Transformación y Resiliencia movilizarán un 

volumen total de unos 100.000 millones de euros de inversión pública y privada y 

generar más de 250.0000 empleos netos en los próximos años porque la transición 

ecológica es "la columna vertebral de la mayor parte de las medidas que se integran" 

de cara a la recuperación económica. 

Asimismo, el impacto que Ribera espera en el PIB es de unos 16.000 millones de euros 

al año al tiempo que prevé un ahorro de 23.000 millones de euros hasta 2023 por el 

ahorro en la demanda de importación de combustibles fósiles. 

 

  



Documentación adicional 
 

También se consultaron los siguientes informes: 

 

https://planderecuperacion.gob.es/politicas-y-componentes/componente-7-

despliegue-e-integracion-de-energias-renovables 

 

https://planderecuperacion.gob.es/politicas-y-componentes/componente-9-hoja-de-

ruta-del-hidrogeno-renovable-y-su-integracion 

 

https://planderecuperacion.gob.es/politicas-y-componentes/componente-10-

estrategia-de-transicion-justa 

 

https://www.lamoncloa.gob.es/temas/fondos-recuperacion/Documents/05052021-

Componente11.pdf 

 

https://planderecuperacion.gob.es/politicas-y-componentes/componente-12-politica-

industrial-espana-2030 

 

https://planderecuperacion.gob.es/politicas-y-componentes/componente-16-

estrategia-nacional-de-inteligencia-artificial 

 

https://www.lamoncloa.gob.es/temas/fondos-recuperacion/Documents/16062021-

Componente18.pdf 

 

https://planderecuperacion.gob.es/politicas-y-componentes/componente-19-plan-

nacional-de-competencias-digitales-digital-skills 

 

https://www.lamoncloa.gob.es/temas/fondos-recuperacion/Documents/16062021-

Componente23.pdf 

 

https://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docgener/studies/pdf/toolkit_sust_tra

nsit_es.pdf 
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https://www.feps-

europe.eu/attachments/publications/clll_monitor_2020_eurooverview_solidar_foun

dation_online.pdf 

 

https://www.feps-europe.eu/attachments/publications/jobs-skills-ceps-tf-wgr.pdf 

 

https://www.feps-

europe.eu/attachments/publications/210909%20climate%20justice%20african%20pers

pectives.pdf 

 

https://www.feps-

europe.eu/attachments/publications/a%20european%20wealth%20tax_policy%20stud

y.pdf 
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